Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 14 minutos) 


La Comisión de Hacienda del Senado da la bienvenida al señor Presidente del Banco de la República, a los señores asesores y a 
los miembros del Directorio. Nos hemos reunido con las referidas autoridades con la finalidad de analizar conjuntamente el 
proyecto de ley que ha remitido el Poder Ejecutivo relacionado con la rebaja de determinados aportes y la creación de un nuevo 
impuesto. 


SEÑOR GARCÍA PELUFFO.- Hemos recibido en el día de ayer la invitación cursada por esta Comisión y estamos concurriendo 
con mucho placer a este ámbito. 


En lo que tiene que ver con el motivo de nuestra citación, nos vamos a referir a lo que atañe al Banco de la República en relación 
con el proyecto de ley; precisamente, hablaremos de la facultad que pide el Poder Ejecutivo a los efectos de disponer de U$S 
20:000.000 para apoyar a nuestra Institución, con el fin de atenuar los impactos negativos que nos generen las medidas de 
refinanciación propuestas por dicho Poder. 


Como es de conocimiento de la Comisión, el Poder Ejecutivo ha instruido al Directorio del Banco para que implemente un 
mecanismo adicional de refinanciación de deudas para el sector agropecuario. Este mecanismo nos ha sido comunicado por el 
Ministro de Economía y Finanzas, con bastante detalle, el día 11 de mayo, a través de una carta enviada al Directorio. Las 
características del mecanismo figuran en la mencionada nota que, probablemente, los señores Senadores tienen en su poder. 


En líneas generales, el mecanismo consiste en una reestructura de deudas para un grupo de deudores del Banco; precisamente, 
se trata de deudas agropecuarias hasta un monto máximo de U$S 200.000. Se prevé una reestructura de 20 años con un 
diferimiento de intereses el primer año y la no amortización del principal por cuatro años hasta la constitución de un Bono Cupón 
Cero, luego del cual los productores pagarían solamente los intereses de la deuda hasta el fin del plazo mencionado de 20 años. 


Entonces, básicamente, es una reestructura de deudas hasta 20 años, con una garantía adicional que debería ser integrada por los 
productores en la forma de Bono Cupón Cero, que se integraría al final del cuarto año y, reitero, se daría un diferimiento de 
intereses durante el primer año. En esencia, este es el mecanismo y el mismo abarcaría a deudas agropecuarias hasta el monto 
referido, exceptuando los deudores forestales. 


Nos gustaría hacer referencia al efecto de las medidas en el Banco. Debemos tener en cuenta que es muy difícil aislar el efecto de 
una medida concreta sobre la economía de la Institución y, en realidad, esta u otras medidas de refinanciación que se han 
implementado -tanto en 1999 como en el período de nuestra Administración- son efecto de una causa general que es la que, 
precisamente, constituye el problema para el Banco. Me refiero al problema del sobreendeudamiento del sector agropecuario, que 
ya lleva unos años y que se ha ido procesando a lo largo de ellos. Cabe acotar que se han previsto determinados mecanismos de 
contemplación y de espera, y el que tenemos entre manos sería el último. 


La evaluación de la medida debería hacerse en función de otras alternativas, pero aquí importa destacar el hecho de que el 
problema ya existe en el Banco, el que tiene un impacto por la situación generada. La medida tiende a ayudar a atenuar o a paliar 
las consecuencias de esa situación. De manera que debería tenerse en cuenta que el efecto sobre el Banco surge a partir de una 
situación económica en la que un sector deudor importante de la Institución sufrió impactos adversos desde el punto de vista 
económico lo que, de alguna forma, se refleja en la situación económico financiera del Banco. 


En definitiva, las medidas de refinanciación y espera son simplemente una correa de trasmisión de esa situación económica sobre 
la contabilidad del Banco, y no son en sí misma la causa de los problemas. El tema es que la deuda agropecuaria ha crecido muy 
rápido en los años anteriores al año 1999, probablemente, vinculada a una gran expansión y optimismo respecto a la evolución de 
los precios agropecuarios, de los granos y de la carne, así como el acceso creciente del país a nuevos mercados para los 
productos lácteos. En alguna medida, estas expectativas o este optimismo en torno al crecimiento de los precios tuvo un impacto 
muy fuerte y dramático a fines de 1998 y comienzos de 1999. La gran expansión del crédito, que alimentó el crecimiento 
agropecuario en la época inmediatamente anterior, se transformó en sobreendeudamiento a partir de 1999. Esa es la cuestión que 
nos convoca y que ha incentivado la generación de mecanismos de espera, para tratar de acomodar el sobreendeudamiento del 
sector al mantenimiento de la actividad productiva. 


Con respecto a estos mecanismos de espera, debemos decir que hubo otros en la Administración anterior a la nuestra. El actual 
Directorio implementó una serie de instrumentos de compatibilización de la situación de endeudamiento con el funcionamiento de la 
actividad productiva. Este es un mecanismo adicional que alcanza a un grupo o a una parte de ese universo de clientes 
agropecuarios del Banco. 


Entre las características que diría son especiales en las medidas que el Poder Ejecutivo propone y que nosotros estamos 
implementando, tenemos, en primer lugar, que tienen un universo acotado de aplicación. De algún modo, son más ambiciosas que 
las que el Banco venía aplicando, pero reitero que tienen un universo acotado de aplicación que responde a un acuerdo político, en 
tanto que ese tipo de decisiones difícilmente podrían ser adoptadas por el Banco. 


En definitiva, estas medidas implican una definición política sobre el tratamiento que el Banco tiene que hacer con su cartera de 
deudores -hay una selección de ellos- para los cuales se contaría con mecanismos especiales. 


Por otra parte, se trata de medidas de carácter general e independientes de la situación de pago del deudor. En ese sentido, 
también se diferencia de los otros mecanismos de refinanciación que el Banco ha llevado adelante, en tanto que se aleja de la 
solución caso a caso. Esto es así como consecuencia, precisamente, de que ha sido fruto de una decisión de tipo político, pero que 


desde el punto de vista del Banco impone requerimientos de determinaciones novedosas y, también, mecanismos de gestión 
diferentes a los usuales, que más adelante veremos. 


Por otro lado, como describíamos antes, se duplican los plazos de amortización y de gracia con relación a las medidas que se 
venían aplicando hasta el momento. 


Indudablemente, las medidas de estas características tienen efectos sobre el Banco y pueden tenerlo sobre la economía en 
general. Concretamente, para analizar los efectos sobre el Banco, podemos hablar de efectos directos, que supone que la 
característica de la refinanciación va a estar acotada a un conjunto determinado de deudores; y de efectos indirectos, que tienen 
que ver con otras repercusiones que podría tener la aplicación de estas medidas sobre el resto de la cartera de la Institución. 


La medición de estos efectos no es fácil. No sólo es necesario hacer uso de información profusa, sino también una serie de 
supuestos, sobre todo, en relación a la forma cómo reaccionan los clientes del Banco, ya sean los directamente afectados, como 
los restantes. 


Si nos concentramos en los efectos directos, hay dos grandes temas. Uno de ellos, el de liquidez. De alguna manera, el 
diferimiento del cobro de intereses y la amortización en plazos más largos implica una menor disponibilidad de recursos financieros 
para el Banco, lo cual tiene un efecto económico, por la necesidad de incrementar los recursos -también eso tiene un costo- o por 
la disminución de esos fondos líquidos. Por lo tanto, allí la Institución deja de percibir una rentabilidad. 


A su vez, esto puede tener un efecto sobre el incremento del costo del fondeo general del Banco, que también puede ser medible. 


En grandes líneas, y para que esto se entienda, debo decir que lo que la medida implica es que el Banco tenga recursos 
adicionales, que los puede obtener a través de la captación en el mercado, a un costo determinado, o reduciendo su posición de 
liquidez. Me refiero a fondos líquidos que el Banco tiene colocado y sobre los cuales obtiene un ingreso. 


Por otra parte, también hay un efecto económico sobre la Cartera. Existen normas específicas del Banco Central del Uruguay, 
inspiradas en normas internacionales, que obligan la categorización de las Carteras por estratos de riesgos. La reestructura y el 
cambio de las condiciones previamente pactados de los créditos tienen un impacto -según esas normas- de categorización de los 
clientes y esto, a su vez, genera un efecto en términos de previsiones que, desde el punto de vista contable, representan pérdidas 
para el Banco. 


También es difícil medir este efecto en tanto lo importante en este tema es, en definitiva, la demanda que tenga el instrumento y el 
monto total involucrado en el nuevo mecanismo. Sobre esto último, tenemos conocimiento de que el Banco Central del Uruguay 
está dictando normas que podrían atenuar ese impacto sobre su contabilidad. Dicha institución ya lo ha hecho en ocasiones en que 
se han aplicado otros regímenes de esperas o refinanciaciones. De todas maneras, el cambio de las normas no lo supone en la 
presentación de los balances del Banco, aunque no puede ocultar el fenómeno real de la existencia de una pérdida, que es la que 
reflejan las previsiones. 


Creo que más que hablar de números concretos -que son muy difíciles de determinar y sobre los cuales estamos trabajando, pero 
todavía no tenemos una idea completa- debemos referirnos a los montos involucrados en la medida, esto es, qué monto de deuda 
se va a acoger a la misma. Lo importante en esto es un esquema de implementación de la medida, de manera que el Banco, a 
través de mecanismos de premios y castigos, pueda evitar que este procedimiento que la institución va a ofrecer a sus deudores 
sea utilizado por aquellos que realmente lo necesiten y no sea sujeto de abuso por aquellos que no lo precisan o que puedan ser 
elegibles para el mismo. 


SEÑOR COURIEL.- Quisiera saber si el Banco tiene posibilidad de discriminar, o sea, de decir: "Acá hay un deudor agropecuario 
que se presenta, que debe menos de U$S 200.000, pero dadas las características no precisaría refinanciarse". Insisto: ¿el Banco 
puede discrimininarlo? 


SEÑOR GARCIA PELUFFO.- Como decíamos anteriormente, la medida es de carácter general; no distingue la situación particular 
de garantías o capacidad de pago del cliente. En ese sentido, el Banco no puede discriminar a través de su mecanismo habitual de 
caso a Caso, pero sí está en condiciones de hacerlo mediante otro mecanismo. Por esa razón, señalábamos que este tipo de 
medidas da al Banco un sistema de gestión novedoso en el que debe utilizar otro tipo de instrumentos, a los efectos de dar premios 
y castigos, de manera que los que se acojan al instrumento sean los que realmente lo necesitan y, en consecuencia, se eviten los 
abusos por parte de los clientes que están en buenas condiciones de pago con el Banco y no requieren de este mecanismo. Lo 
importante, es una implementación del mecanismo y los niveles de tasa de interés que se planteen al respecto, de manera que no 
sea más conveniente acogerse a él que mantenerse en una situación normal de pago. Es posible manejar este tema en caso de 
que el mecanismo sea implementado tal como lo estamos estudiando. Esto es crucial a los efectos de medir o de evaluar el 
impacto del mecanismo sobre la economía del Banco, en el sentido de que si este tiene la capacidad de administrarlo, de manera 
que se eviten los abusos, el impacto pueda ser acotado y estar dentro de las posibilidades de manejo de la institución. 


SEÑOR NUÑEZ.- Quisiera saber si dentro de las atribuciones del Poder Ejecutivo, del Ministerio de Economía y Finanzas, figura la 
fijación de la discrecionalidad de tasas diferenciales, como está proponiendo el Banco República. Además, deseo conocer si el 
mecanismo se va a dar a conocer a través de un telegrama colacionado dirigido a aquellos que quieran acogerse. 


SEÑOR GARCIA PELUFFO.- La elegibilidad del mecanismo está determinada por la norma. De manera que cualquier deudor que 
esté en las condiciones generales previstas por el mecanismo puede aspirar a acceder a él. Si el deudor desea acogerse, el Banco 
tiene que acceder a la demanda del deudor. 


El tema es que el Banco puede implementar el mecanismo de tal manera que haya estímulos para que aquellos que no lo 
requieran se mantengan fuera del mismo. No hablamos exclusivamente de tasas de interés diferenciales, sino fundamentalmente 
que sean consistentes con la estructura de tasas del Banco. En la medida en que la tasa que se maneje para el mecanismo sea 
consistente con la estructura de tasas del Banco es posible pensar que deudores, que por sus condiciones de garantía y capacidad 
de pago, no requieren de un mecanismo de esta naturaleza, puedan verse incentivados a continuar en la situación en que están, 
mientras que quienes necesiten este tipo de contemplación y espera, puedan utilizar y beneficiarse de él. 


En cuanto a lo que estamos hablando, el tema de las tasas de interés es central. No se trata de aplicar tasas abusivas para 
desestimular el uso del mecanismo. Nuestra intención y compromiso con el Poder Ejecutivo es que el mecanismo opere bien, que 
sea efectivo y pueda ser utilizado por los deudores que son elegibles, así como también que las tasas sean consistentes con la 
estructura general de tasas del Banco, de manera que las categorías de bajo riesgo y los que utilizan líneas en el corto plazo con 
buenas garantías, no se vean tentados a utilizarlo porque le ofrece mejores condiciones que una situación normal de 
relacionamiento con el Banco. Reitero que este es un tema muy importante, pero todavía no están totalmente definidas las tasas de 
interés. Debemos manejar un criterio de esa naturaleza a los efectos de minimizar impactos negativos. Incluso, si el mecanismo es 
bien manejado y administrado, puede tener un efecto positivo sobre la propia economía del Banco. En la medida en que el 
mecanismo no despierte expectativas en el sentido de que es privilegiado y gracias al cual resultaría mejor ser mal que buen 
pagador, así como también se comprenda que esta situación es excepcional y, por tanto, no va a ser replicada, puede mejorar el 
comportamiento de pago de otros deudores que quizás estaban esperando algún otro tipo de solución. Entonces, al hacerse 
explícita esta medida, define el marco de actuación del Banco, lo que puede estar contribuyendo a que los propios deudores 
comiencen a mejorar su relacionamiento con el organismo, dentro de los mecanismos con que éste ya cuenta. 


Ese es un elemento central. Cuando se habla del efecto sobre el Banco, ése depende de cómo se estructure la medida y de que 
los sistemas de estímulo y desestímulo funcionen adecuadamente, de tal modo que cada uno opere dentro de lo razonable en 
función de sus condiciones como empresa y deudor del Banco. 


SEÑOR RUBIO.- Quiero hacer una consulta, pese a que entiendo la idea. 


Respecto de la situación actual de las tasas de interés que cobra el Banco, ¿esta situación de tasas preferenciales supondría algún 
orden de costos? 


SEÑOR GARCIA PELUFFO.- El Banco tiene una estructura de tasas. Recientemente ha aprobado nuevos criterios para su 
determinación. La estructura de tasas depende, básicamente de los niveles de riesgo del cliente, de las garantías y de los plazos 
del crédito otorgado. Dicha estructura tiende a generar un mecanismo de estímulos y de incentivos a los efectos de que nadie pida 
un plazo más allá del que necesita y que tienda a premiar adecuadamente al buen pagador que tiene niveles de riesgo menores. 
Dentro de esta estructura de tasas deben encajar las tasas de este tipo de mecanismos. No estamos diciendo con esto que vamos 
a hacer una rebaja general de tasas porque no hay innovaciones, pero lo importante es que las tasas que aquí se contemplen no 
desentonen dentro de la estructura y la consistencia para el Banco. 


SEÑOR COURIEL.- Sería una estructura de tasas ya preexistentes. 


SEÑOR GARCIA PELUFFO.- De acuerdo a los niveles de riesgo, garantías y plazos que se están manejando las tasas deben ser 
compatibles. En el caso de que no lo sean y que haya inconsistencia de tasas, se dan los efectos perversos en los cuales buenos 
pagadores, que son los que tienen garantía y capacidad de repago suficiente, puedan verse estimulados a utilizar el mecanismo sin 
necesidad. En este sentido, este tipo de mecanismos impone una nueva modalidad de gestión para el Banco que va a tener que 
manejar a los efectos de minimizar un impacto negativo sobre la iliquidez. Si se maneja bien, el impacto de un mecanismo como 
éste puede ser positivo en términos de liquidez e incluso podría generar una ganancia para el Banco. No me quiero poner tan 
optimista en ese sentido pero lo importante es darse cuenta de que la medida en sí misma no puede evaluarse si no se estudia la 
forma de cómo se gestiona. 


Hemos propuesto al señor Ministro de Economía y Finanzas algunas modalidades adicionales al planteo del Poder Ejecutivo sobre 
la creación del Bono Cupón Cero. En la propuesta original se contemplaban dos tipos de bono cupón: el Americano y el del Banco 
Central. Como los señores Senadores sabrán, el Bono Cupón Cero, es simplemente un instrumento financiero como cualquier otro, 
con la única diferencia de que tienen plazos largos y no pagan interés durante todo el período de vida del instrumento. Esto no 
quiere decir que no paguen una tasa de interés, sino que la que pagan en un período determinado es la diferencia del valor al final 
del vencimiento menos el valor de mercado en el momento de su compra. Hay un interés explícito que funciona como pago de la 
espera en este tipo de bono. En sí mismo no tienen ninguna sofisticación como instrumento financiero y es parecido a cualquier 
otro tipo de bonos como por ejemplo los Bonos del Tesoro del Banco Central y puede ser similar en naturaleza a un depósito 
bancario, dependiendo de la forma de cómo se administra y se establezca. Estamos pensando en la posibilidad de la constitución 
de un certificado de depósitos en el Banco que opere como un Cupón Cero y que sea una alternativa para el deudor que, en lugar 
de constituir un Bono Americano o del Banco Central, puedan constituir uno del Banco de la República, que no sería un bono como 
tal, sino un depósito que funcionaría como bono. Esto tiene una serie de ventajas, en primer lugar para el deudor en el sentido de 
que permite hacer operativo este mecanismo para pequeños deudores. Al respecto, no se puede comprar un Bono Americano en 
una deuda chica, debemos pensar que estamos pensando de deudas menores a U$S 200.000. El mayor volumen de estas deudas 
oscila entre los U$S 40.000 y U$S 50.000 y, por lo tanto, es prácticamente imposible constituir un Bono Americano sobre una deuda 
tan pequeña. Asimismo, la constitución de un Bono del Banco Central para estas deudas chicas, también genera un problema para 
la emisión de deuda pública. De manera que estamos pensando en otro tipo de instrumento que funcione igual, pero que sea 
operativo para el pequeño deudor. Esto también acarrearía una ventaja para el Banco porque en la medida que el deudor 
constituya un depósito, eso contribuye a disminuir el impacto sobre ¡liquidez de la medida. Como decía antes, este último es uno de 
los impactos más importantes sobre los efectos directos que tiene esta medida sobre la economía del Banco. Idear este tipo de 
instrumentos es un mecanismo adicional con que cuenta el Banco para gestionar la reestructura de deudas que contribuyen a 
minimizar el impacto sobre la economía del Banco y a hacerlo más operativo y efectivo para el deudor. De esta manera, estaríamos 
contemplando situaciones por las cuales el deudor estaría en una posición neutra o mejorada en cuanto a la adquisición e 
integración de un Bono Cupón Cero y, por otro lado, el Banco mejoraría su situación. Yendo más lejos se puede pensar, sin 
empeorar la posición del deudor, en seguir mejorando la situación del Banco, por ejemplo, considerando la integración de ese 
depósito como un pago a cuenta de su deuda. Esto es como si comprara un bono cupón con una tasa de interés superior a las 
usuales de un Bono Cupón Americano o del Banco Central, lo que beneficia la situación del deudor en el sentido de que puede 
amortizar más rápido su deuda. 


Por otra parte, dado que el objetivo y la filosofía de la medida son dar un plazo de cuatro años para que el deudor pueda ir 
ahorrando para la compra de esa garantía adicional que requiere la reestructura de la deuda, podríamos premiar el hecho de que 
ese ahorro se haga en el propio Banco de la República, de manera que el deudor pueda ir constituyendo dicha garantía en forma 
progresiva desde el primer día o desde el momento en que esté en condiciones de hacerlo. Eso puede estar premiado en términos 


de la tasa de interés que pague el préstamo reestructurado y puede beneficiar en forma importante la economía del Banco en el 
sentido de que atenúa los efectos sobre la iliquidez. 


No estoy haciendo una lista taxativa de posibilidades, sino tratando de sugerir que existen maneras de respetar la filosofía y los 
objetivos de la medida y manejar mecanismos adicionales a los propuestos que pueden ir en ventaja para el deudor o, por lo 
menos, no ir en desmedro de sus intereses y sí beneficiar la economía del Banco. Esto es parte de la implementación de la medida 
y estamos trabajando sobre ello. Del éxito que obtengamos de este tipo de mecanismos influirá la evaluación que hagamos sobre 
el costo. 


También es cierto que estas medidas pueden tener efectos indirectos en dos sentidos. Por un lado, si afecta la predisposición al 
pago del resto de los deudores del Banco, y en esto depende el hecho de cómo se maneje la medida y la percepción que tenga el 
deudor sobre lo que representa este mecanismo es decir, si este es el último paso o el primero en otros. Sobre este aspecto, es 
muy importante ser claros en el sentido que no se alimenten expectativas de mecanismos que luego no van a existir porque eso 
afecta la predisposición al pago del resto de los deudores del Banco, lo que tiene un impacto adicional sobre la economía de la 
Institución que no sirve ni a los deudores ni al Banco. 


Por otra parte, cómo afecta la confianza en el Banco y en el sistema por parte del público en general. Esto también tiene un efecto 
sobre la Institución pero, además, sobre todo el sistema financiero y puede tener un efecto sobre la tasa de interés y sobre la 
inversión y el crecimiento de la economía. Este tipo de efectos es difícil de predecir y depende mucho más de la presentación de 
las medidas públicas y de cómo se manejan, que de lo que el Banco pueda hacer en la implementación de la gestión. En definitiva, 
se trata de efectos importantes, a tener en cuenta, en el momento de la discusión y de la presentación pública de dichas medidas. 
El Banco está en condiciones de llevar adelante un mecanismo como éste. Desde que asumimos en la Institución, pensamos que 
el Banco debe operar como tal, pero también reconocemos la función social que tiene que cumplir, es decir, la necesidad de que 
opere, muchas veces, como un instrumento de política económica porque, en definitiva, él forma parte de la estructura del Estado. 
También, es importante que el Banco contemple los mecanismos necesarios a los efectos de evitar que los problemas de 
financiamiento se reflejen en una caída de la actividad y en una pérdida masiva de riqueza. Por lo tanto, junto con la función 
bancaria, comercial, existe una función social de la Institución, a los efectos de atender el mantenimiento de la actividad productiva, 
evitando posibles rupturas, a través de un manejo adecuado y anticíclico en cuanto a la provisión de fondos y de apoyo financiero a 
la economía. 


El Banco está preparado para tomar este tipo de acciones. La Institución tiene su fortaleza en una posición líquida muy fuerte, que 
constituye la garantía principal de que ella no se va a constituir en un problema macro económico en una situación como la que 
está planteada y, aun, en circunstancias peores. 


Para que los señores Senadores tengan una idea, voy a decir que el Banco tiene fondos líquidos que equivalen al 30% de los 
depósitos del sector privado, lo cual implica una protección enorme y necesaria a su solidez financiera, por el hecho de que 
nosotros vivimos en una economía dolarizada y, por lo tanto, los depósitos del sector privado en el Banco, mayormente, son en 
dólares. En ese sentido, el Banco Central no tiene capacidad para funcionar como prestamista de última instancia en una situación 
de estrés financiero para el Banco de la República o para cualquier otro de plaza. En consecuencia, es importante que cada una de 
las instituciones de plaza tenga la solidez financiera necesaria para enfrentar cualquier tipo de estrés que pueda provenir de algún 
problema en la percepción del público sobre su solidez. 


Un dato que puede servir como elemento comparativo, es el siguiente. En la crisis "tequila" en Argentina, en 1995, la corrida del 
público contra los Bancos llegó a un 20% de los depósitos, e hizo temblar y resquebrajó aquel sistema financiero. Por su parte, en 
la crisis de 1930, en Estados Unidos, los Bancos perdieron , en tres años, también el 20% de los depósitos. Hoy el Banco de la 
República tiene el 30% de los depósitos en fondos líquidos. De modo que es una institución a la cual la situación que está viviendo 
la agropecuaria en general y la economía, en términos de su capacidad de repago, no afecta su solidez financiera, aunque sí puede 
incidir en sus resultados económicos. Lo crucial en la estabilidad de un Banco no son tanto los resultados económicos puntuales, 
sino su solidez financiera. De todas maneras, pensamos que cuando el Banco actúa, como lo está haciendo en este momento, 
como instrumento de la política económica, funcionando no exclusivamente dentro de la lógica bancaria, sino también como una 
agencia del Gobierno en apoyo a un objetivo político determinado de política económica, debe ser asistido con los recursos 
necesarios para llevar adelante estas medidas. Hemos trabajado este tema con el señor Ministro de Economía y Finanzas y a raíz 
de ello, dicho Secretario de Estado ha propuesto, en el proyecto de ley que los señores Senadores tienen a consideración, una 
asistencia especial al Banco de la República, a los efectos de ayudarlo a financiar este tipo de políticas que van más allá de las 
decisiones propias de un Banco como tal, ya que están dirigidas a atender una necesidad de un sector productivo. 


Entonces, creemos que implementando la medida de modo que el Banco pueda gestionarla y evitar los abusos en el uso de este 
tipo de mecanismos, y dando, desde el punto de vista general, las señales correctas, esta Institución puede perfectamente 
reacomodar su situación, en circunstancias como las actuales y continuar financiando y atendiendo al resto de la actividad 
productiva, como lo ha venido haciendo hasta el momento. 


SEÑOR RUBIO.- Quisiera saber si el Presidente del Banco podría ser más explícito en cuanto a cuáles son los supuestos para 
llegar a esta cifra de U$S 20:000.000. Asumo que el escenario puede ser muy variable, de acuerdo a lo que aquí se ha expresado, 
ya que estarían en juego, también, el comportamiento de los deudores, la política del Banco, etcétera. De todas formas, hay costos 
que son casi inevitables. Entonces, quiero saber cuál es el nivel de cobertura de esta cifra de U$S 20:000.000 en los distintos 
escenarios que estén afectados. 


SEÑOR GARCIA PELUFFO.- No quisiera entrar en un detalle sobre los números, lo cual requeriría un análisis muy pormenorizado 
y explicitar muchos supuestos para que puedan ser comprendidos. 


El Banco tiene, como efecto directo, tal como lo expresé antes, un efecto financiero por diferimiento de intereses, y un aumento 
general del costo de fondeo. Se pueden elaborar muchas hipótesis sobre cuál va a ser el efecto en esas dos variables. Como decía 
antes, ello depende, en última instancia, de cuál es la demanda del instrumento, y cómo se acota el monto de quienes lo utilizan. 
No quisiera dar una cifra, pero el apoyo que da el Gobierno Central es razonable; no surge tanto de la precisión de una cifra, sino 
de una transacción con el Ministerio de Economía y Finanzas, de acuerdo con las necesidades más inmediatas del Banco, con las 
restricciones fiscales y con las posibilidades que tiene el Fisco de dar apoyo. Pensamos que es una transacción razonable que nos 


permite defender un criterio, un principio -que el Poder Ejecutivo reconoce y apoya- y, por otra parte, atenuar el impacto sobre la 
economía del Banco. Creo que en este momento es más importante que el proceso de implementación de la medida sea tal, que 
permita gestionarla bien y evite su uso abusivo. 


No sé si con lo que he dicho he contestado la pregunta del señor Senador Rubio, pero hay que reconocer que hay que afinar 
mucho el lápiz porque los impactos, según los supuestos que se manejen, son muy diferentes. Somos optimistas en el sentido de 
que, tal como se está planteando la medida, va a ser administrable y el impacto directo no va a ser demasiado importante. De todas 
maneras, creemos que el apoyo que está proponiendo Rentas Generales para el Banco, es muy importante y, por otro lado, es un 
reconocimiento de criterio sobre cómo se debe manejar la relación del Banco con su único accionista que es el Estado, que está 
sobre la base de reconocer a dicha Institución como empresa y de apoyarla con recursos cuando cumple una función distinta a la 
comercial o de fomento. 


SEÑOR COURIEL.- Señor Presidente: si me permite, quisiera hacer algunas preguntas. Básicamente, deseo información para 
entender las características de la operación. 


En primer lugar, el señor García Peluffo habló de un problema que no es de ahora, sino de un sobreendeudamiento del sector 
agropecuario anterior a 1999. Dio los fundamentos por los cuales se pudieron otorgar determinados créditos; hubo una demanda 
de créditos por nuevas colocaciones y mejores precios. Deseo saber cuál es el nivel de este sobreendeudamiento del sector 
agropecuario. ¿A cuánto asciende en proporción al total del endeudamiento? ¿Cómo afectó al Banco? Quisiera conocer la 
magnitud de ese sobreendeudamiento, con el fin de entender el fenómeno. 


SEÑOR GARCIA PELUFFO.- Me refería al sobreendeudamiento en el sentido de deudas que acumuló el sector por encima de los 
indicadores normales de endeudamiento de una empresa, es decir, cuando un sector se endeudó por encima del valor de su capital 
O de sus ventas, más allá de lo que razonablemente se aconseja. Ese sobreendeudamiento es la otra cara de la alta disponibilidad 
de crédito. Lo que fue crédito disponible para el sector agropecuario -tanto del Banco de la República como del resto de la Banca- y 
que tenía como fin la inversión y el crecimiento, en determinado momento, por caída de los valores, se convirtió en 
sobreendeudamiento. El Banco duplicó los créditos agropecuarios en el período comprendido entre 1994 y 1998, 
aproximadamente; también lo hizo la Banca Privada durante ese mismo tiempo. El sector agropecuario se diversificó y creció a alta 
tasa; los precios agrícolas alcanzaron un récord histórico; vivimos la expansión de las exportaciones de carne en el mundo no 
aftósico y accedíamos a la región con nuevos productos agropecuarios, como nunca lo habíamos hecho antes. De manera que 
vivimos un proceso de expansión que tuvo un final abrupto, pero esperamos que se retome en algún momento, aunque ya está 
demorando mucho. 


De todos modos, es necesario procesar el tema del endeudamiento. La deuda del sector agropecuario con el Banco es de, 
aproximadamente, U$S 1.100:000.000, y las colocaciones totales en el sector privado ascienden a U$S 2.500:000.000. Nuestra 
Institución distribuye su cartera entre el sector agropecuario, el sector industrial y comercial, y los préstamos al consumo, que son 
de, aproximadamente, U$S 500:000.000. El resto se divide en partes similares entre el sector agropecuario y el sector industrial y 
comercial, otorgándose mayor crédito a este último. 


Esta es la magnitud que los créditos representan, a nivel del sector, en el Banco de la República. 


SEÑOR COURIEL.- Creo que está prácticamente contestada la pregunta. Pero no estoy seguro cuánto se considera, de los U$S 
1.100:000.000 de deuda del sector agropecuario, que pasó de deuda normal a sobreendeudamiento, como consecuencia de la 
situación generada después de 1999. ¿Es el cien por ciento o menos? 


SEÑOR GARCIA PELUFFO.- El Banco ha hecho un gran esfuerzo durante varios años, especialmente en el último, de 
categorización de su cartera por niveles de riesgo. Ese el mejor indicador del nivel de riesgo de la cartera. Sobre la deuda total, la 
categorización del riesgo, según el Banco Central, va de 1 a 5, manejándose distintos niveles. Dentro de éstos, no sólo se tiene en 
cuenta la calidad del crédito, sino también la disponibilidad de información a la Institución. Hay dos variables que son relevantes: el 
grado de cumplimiento de los deudores y la información que posee el Banco al respecto. Esto es lo que categoriza a un cliente en 
los distintos niveles de riesgo. 


Los riesgos denominados normales, de clientes que no tienen problemas con el Banco, se ubican en los niveles 1 y 2. Allí está el 
30% de la cartera. Luego está el grado 3, que es un riesgo manejable, no vigente, que representa el 25%. En el número 4 está el 
32% de la cartera y en el 5 -que es el nivel de mayor riesgo, donde realmente hay un problema de sobreendeudamiento, ya que 
son clientes que normalmente no tienen capacidad para atender sus obligaciones- hay un 14%. 


El hecho de que haya un sobreendeudamiento del sector, no quiere decir que todos los deudores del Banco estén en las mismas 
condiciones. Hay un porcentaje importante de deudores -y de monto- que se encuentran en una situación normal. También tenemos 
un número importante que está en la situación promedio, o sea, no son deudores óptimos, pero mantienen deudas reestructuradas, 
refinanciadas, pero se pagan los intereses puntualmente y se atienden con las amortizaciones. Hay una serie de realidades en las 
cuales, si bien hubo que repactar las condiciones originales y otorgar tiempo, el cliente tiene viabilidad y está atendiendo sus 
obligaciones para con el Banco. En realidad, los que están en una situación difícil son los que se ubican en el nivel 5, que 
representan un 14% de la cartera. 


SEÑOR COURIEL.- Según esta nueva medida, eventual o potencialmente, se podrían presentar deudores del sector agropecuario 
con deudas inferiores a los U$S 200.000. ¿Podríamos saber el potencial máximo de esto? 


SEÑOR GARCIA PELUFFO.- El monto se ubica, aproximadamente, en U$S 500:000.000. 
SEÑOR COURIEL.- ¿Y alguna categorización por riesgo? 


SEÑOR GARCIA PELUFFO.- Los clientes agropecuarios con endeudamiento menor a U$S 200.000, se ubican en las categorías 1 
y 2 -o sea, riesgo normal- y constituyen un 36% de la cartera. De manera que se mantienen, aproximadamente, los porcentajes. En 
las categorías 3 y 4 -riesgos intermedios- hay un 50%, y en la 5, un 14%. Considero que estos datos son muy importantes -no sé a 
qué apunta la pregunta del señor Senador- para aclarar lo que estamos diciendo. Tenemos casi un 40% de la cartera en las 


mejores condiciones de riesgo en esta categoría elegible para la aplicación de esta medida. Es crucial para el impacto y el buen 
funcionamiento de ésta que los deudores que se encuentren en estas categorías no se vean estimulados, por sus propias 
características, a utilizar el instrumento y pasen automáticamente a los niveles 3 ó 4, con el impacto que esto tendría en las 
previsiones del Banco. Por otra parte, si esto fuera así, se estaría retaceando a la Institución un flujo financiero que estaba llegando 
en forma normal. De esa manera, el relacionamiento del Banco con el cliente que se daba en forma normal se estaría 
transformando en extraordinario, simplemente porque nos equivocamos en las señales que dimos en términos de estímulo para 
quedarse en la situación previa, cumpliendo con el Banco o incorporándose a un nuevo sistema que le traería mejores ventajas. 


SEÑOR COURIEL.- Según explicó el señor Presidente del Banco República, en el primer año habría un diferimiento de intereses, o 
sea que quienes se acojan a ese sistema no pagarían intereses. Lógicamente, todavía no sabemos cuántos son ni en qué situación 
están. Luego se irán pagando los intereses correspondientes a partir del 2002 hasta llegar al 2005, cuando se hará la operación de 
compra del Cupón Cero. De esa manera, el Banco dejaría de recibir los intereses de un año y las amortizaciones correspondientes 
desde el momento de su inicio hasta la compra del Cupón Cero. Como es obvio, no se sabe cuántos deudores se van a acoger al 
sistema, pero simplemente quisiéramos tener alguna idea de la magnitud, que nos dé una pauta. Entiendo que en este momento el 
Banco no está al tanto del número de deudores que se puede acoger al sistema, pero sí puede saber potencialmente cuántos son y 
los montos correspondientes, aunque ello no coincida con la realidad. 


SEÑOR GARCIA PELUFFO.- El período de diferimiento de intereses, en realidad, es de dieciocho meses, porque comienza el 1? 
de enero de 2001 y culmina en el momento en que se paguen los intereses, que sería el 31 de octubre de 2002. Los intereses se 
difieren hasta el 30 de abril de 2002, pero el primer pago se realiza a los seis meses. Durante ese lapso hay un diferimiento de 
intereses y uno del principal, que podría estar en el orden de los U$S 45:000.000, que tiene que ver exclusivamente con el efecto 
directo de la medida. Esto tiene un costo para el Banco equivalente a una tasa de interés, por ejemplo, del 8%. Si se tratara de un 
monto de entre U$S 40:000.000 y U$S 60:000.000, con una tasa de un 8% para ese periodo, estaríamos hablando de entre U$S 
2:400.000 y U$S 4:800.000. 


(Dialogados) 


El efecto directo de la medida traería un costo para el Banco por los recursos que deja de percibir que estaría en ese orden. Pero 
hay un costo de fondeo adicional; para poder adquirir recursos adicionales el Banco tendrá que pagar tasas de interés adicionales, 
y eso se refleja no solamente en esos montos adicionales, sino en toda la cartera. Por lo tanto, también es necesario cuantificar 
estos costos adicionales, que creo que en ese período estarían en alrededor de unos U$S 10:000.000. Aclaro que estoy dando 
cifras en forma provisoria teniendo en cuenta el máximo impacto posible. El objetivo es, a partir de estas cifras, minimizar la 
congestión de la medida. 


SEÑOR COURIEL.- Según entendí, se dejaría de recibir entre U$S 40:000.000 y U$S 60:000.000. Para fijar una cifra dentro de ese 
rango, ¿cuánto representan estos U$S 45:000.000 de todo lo que normalmente recibe el Banco? ¿De qué proporción se trata? 
Esos U$S 45:000.000, ¿van desde ahora hasta el momento de la compra del Cupón Cero? 


SEÑOR GARCIA PELUFFO..- No, es hasta el momento en que termina el diferimiento de intereses. 


SEÑOR COURIEL.- Eso es con respecto al diferimiento de intereses, pero mi pregunta apuntaba al diferimiento de intereses más la 
amortización que se deja de pagar desde hoy hasta el momento de la compra del Cupón Cero, porque no se va a pagar 
amortización. Así como se dejan de recibir ingresos por intereses desde hoy hasta la compra del Cupón Cero, también se van a 
dejar de recibir por amortización. Por lo tanto ese costo debe ser agregado a la cifra. 


SEÑOR GARCIA PELUFFO.- El diferimiento de amortización tiene un impacto porque este diferimiento es mayor al que en 
promedio tiene el Banco. Pero en este momento hay una superposición de situaciones. Los deudores que teóricamente harían uso 
de este instrumento se encuentran en período de gracia, o sea que no están amortizando deuda. De manera que el impacto 
financiero que tenga la superposición de este mecanismo con los existentes no va a tener un efecto financiero importante. De todas 
formas, si afinamos el lápiz lo podremos determinar, pero no creemos que allí haya un impacto importante en términos de recursos 
adicionales que el Banco deba reconstituir y que signifique un costo. Más bien el costo tiende a reflejarse en el incremento del 
precio de fondeo del Banco, cuyo total asciende a U$S 1.700:000.000, porque puede estar afectado por un aumento del costo. 
Obviamente, estamos hablando de tasas mínimas para atender cifras de esta magnitud y, por lo tanto, el costo estaría en el orden 
de los U$S 10:000.000. Aclaremos que siempre estamos hablando sobre una hipótesis máxima, no incluyendo el apoyo de Rentas 
Generales ni la gestión del instrumento por parte de la administración del Banco. 


SEÑOR COURIEL.- Entonces, lo que se plantea es que se va a dejar de recibir el diferimiento de intereses y que la parte de 
amortizaciones que se deja de recibir, en los hechos, ya está en período de gracia, por lo que no va a afectar al Banco más de lo 
debido. Esa cifra que se deja de recibir en estos dieciocho meses alcanza a los U$S 45:000.000. Ahora bien, normalmente, 
¿cuánto recibe el Banco por operaciones de pago de intereses? O sea, ¿qué porcentaje representan estos U$S 45:000.000? ¿Es 
el 1% o el 50% de lo que recibe el Banco por conceptos de esta naturaleza? 


SEÑOR GARCIA PELUFFO..- En este momento no dispongo de cifras sobre el flujo financiero de Caja del Banco. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- El total de intereses que el Banco percibe, por todas sus colocaciones normales, ronda los U$S 
230:000.000, por lo que habría que ver qué proporción representan esos U$S 45:000.000 en la cifra anterior. 


SEÑOR COURIEL.- Ahora quisiera preguntar sobre las características del Cupón. Entendí bien lo que se ha dicho con respecto a 
que, así como puede haber un Cupón norteamericano -que tiene cierta garantía y que, sin duda, da la seguridad de que se puede 
cobrar a su vencimiento- el Banco de la República está reflexionando sobre la posibilidad de generar un Bono Cupón O de la 
Institución. Con esto, se aprovecharían los ingresos del propio Banco; repito que esto lo he entendido bien. 


Sobre el tema del Cupón quisiera plantear dos interrogantes. Vamos a suponer que se trate de un Cupón norteamericano. En 
primer lugar, deseo saber cuáles son los fundamentos financieros para que se hable del 2005 y no del 2004 ó de cualquier otra 
fecha. En segundo término, vamos a pensar que se compre el Cupón O y se le entregue al Banco. Entonces, éste tiene 


posibilidades de operar sobre ese Cupón 0, es decir, lo puede colocar o vender a los efectos de contar con recursos suficientes 
para seguir manteniendo el nivel de colocación. 


SEÑOR GARCÍA PELUFFO..- En lo que tiene que ver con la interrogante referida a la integración del Cupón 0, debo decir que no la 
puedo contestar porque está dentro de las características del mecanismo que se le ha propuesto al Banco de la República. Pienso 
que lo que se está haciendo es darle un plazo determinado al deudor para que pueda generar los recursos necesarios para 
comprar el Cupón 0. Este Cupón es una garantía que ofrece el deudor, por lo tanto, es propiedad del mismo y está prendado a 
favor del Banco. Entonces, la Institución no puede utilizar esos recursos del deudor. 


En ese sentido, cuando un deudor integra un cupón americano o del Banco Central del Uruguay, dicha integración mejora la 
garantía y calidad del crédito que tiene el Banco en ese momento, pero esto no tiene ninguna influencia sobre la situación del flujo 
financiero de la Institución. Lo que el Banco está proponiendo con respecto a generar algún otro tipo de instrumento, e incluso a 
posibilitar que con igual ventaja para el deudor, la integración pueda ser un pago a cuenta de la deuda, supone minimizar el efecto 
financiero de este diferimiento de intereses y amortizaciones. Digo esto porque en este caso el Banco sí recibe recursos líquidos 
que podría utilizar para su operativa normal. En este sentido, estamos trabajando sobre estas medidas adicionales, que tienen la 
ventaja de no afectar o de ser neutras con respecto a los intereses del deudor, pero sí pueden cambiar mucho las perspectivas del 
Banco en relación a cómo se ve afectado su flujo financiero en el desarrollo de la reestructura del crédito. 


SEÑOR COURIEL.- Aquí hay una decisión en el sentido de atender la problemática del sector agropecuario. Claro está que pueden 
haber otros sectores que también tengan una situación de esta naturaleza, pero como la decisión es acotada, no van a tener 
posibilidades de acceder a este régimen. 


Por otro lado, el sector agropecuario se queja de que tiene un problema de rentabilidad, porque cayó el precio internacional o por el 
motivo que sea. Quisiera saber si es factible que uno pueda pensar que dentro de cuatro años -acepto que esto que estoy 
preguntando es muy difícil de contestar, pero quisiera oír alguna idea al respecto- si existen tantos problemas de rentabilidad 
agropecuaria -problemas que se han dado, por lo menos, en los últimos tiempos, y que se han agravado a partir de 1999- los 
deudores tengan la posibilidad de comprar ese Cupón 0 en el 2.005, dada su situación de rentabilidad actual. Estoy pensando en la 
viabilidad de la operación. 


Repito que acepto que no es sencilla la respuesta a mi pregunta y que, al respecto, habría que hacer algunos supuestos para poder 
contestarla. Pretendo que se me diga algo que nos ayude a entender el fenómeno. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Quería decir que ya estamos totalmente fuera de lo que es el proyecto de ley, porque estamos 
incursionando en la situación de la deuda de otros sectores. Me parecen muy válidos estos planteos y consultas, pero pediría que 
nos centráramos en tratar el proyecto de ley. 


SEÑOR FAU.- Apoyado. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Debemos informarnos del tema agropecuario, porque existe una transferencia de recursos. No está en la 
consideración de la Comisión todos los problemas de endeudamiento, que es un tema valioso, pero que ameritaría efectuar otra 
reunión. Entonces, repito, pediría que fuéramos concretando el tratamiento del tema a lo que tenemos en consideración. Digo esto 
porque se trata de temas complejos cuyo estudio no era, incluso, el objeto de esta convocatoria. Entonces, temo que nos vayamos 
embarcando en una serie de consideraciones de las que pienso que todos tenemos algo para decir y, en consecuencia, nos 
alejemos del objeto de esta reunión. 


No es mi costumbre hacer este tipo de manifestaciones, pero cuando nos estamos alejando hacia la consideración de otros 
aspectos, surge mi preocupación porque, naturalmente, uno se siente obligado a opinar y a preguntar sobre ellos, con lo cual nos 
distanciaríamos del asunto que nos ha reunido hoy. 


SEÑOR GARCÍA PELUFFO.- De todas maneras, creo que una reestructura a 20 años es muy conveniente. El hecho de tener que 
proveer una garantía que implica anticipar el valor actual de la deuda, no es óbice para que sea una forma de resolver el problema, 
en el sentido de que si eso no se puede financiar con los ingresos normales, puede hacerse de otra forma. A veces, con venta de 
activos, puede financiarse una solución que permita mantener la viabilidad de la empresa. 


También es cierto que es posible ir construyendo mecanismos. Si la estructura del sistema permite al Banco generar estímulos a los 
efectos de que la integración del dinero necesario para constituir el Cupón se pueda hacer en forma progresiva y esto tuviera 
ventajas para el productor que, voluntariamente, lo hiciera, estaríamos hablando de una forma de darle operatividad al sistema. 
Esto sería así porque se estaría generando un estímulo para que el deudor vaya ahorrando a los efectos de que, en determinado 
momento, se constituya esa garantía después de cuatro años. 


De forma que, personalmente, pienso que pueden existir mecanismos que ayuden a darle operatividad y realismo a la propuesta. 
Aunque, como ha dicho el señor Senador, es muy difícil anticipar qué va a suceder en ese momento. 


SEÑOR COURIEL.- Quisiera aclarar, señor Presidente, que simplemente estamos solicitando información. En el fondo, existe una 
preocupación en el sentido de saber en qué condiciones queda el Banco de la República frente a esta operación. Para nosotros, el 
Banco de la República es una Institución extraordinariamente importante, que tiene que cumplir un papel central hoy y en el futuro 
del Uruguay. Entonces, nuestro temor o preocupación es, repito, saber en qué condiciones va a quedar el Banco de la República 
frente a una situación de esta naturaleza. Si hay diferimientos de intereses y un período de gracia, y si mañana hay dificultades de 
comprar el Cupón, quiero saber en qué condiciones queda el Banco de la República Oriental del Uruguay. Es por eso que estoy 
haciendo esta pregunta. Si el sector agropecuario viniese aquí, le estaría preguntando en cuánto lo beneficia, cuánto lo perjudica y 
qué están demandando. Es decir, me ubicaría en la óptica de los intereses de ese sector. Pues bien; ahora estoy haciendo 
preguntas en la óptica del Banco de la República Oriental del Uruguay. 


Pregunto, entonces, sobre la base de que el Banco no quede mal parado. En el proyecto de ley se habla de que se le conceden 
U$S 20:000.000. Entiendo que en este momento es muy difícil dar números; pero hay una cifra concreta arriba de la mesa que se 


llama veinte millones. Por lo tanto, lo menos que un Legislador debe saber y tiene que preguntar es de dónde salen y por qué hay 
que dar U$S 20:000.000 al Banco de la República Oriental del Uruguay y no U$S 50:000.000, U$S 60:000.000 ó U$S 5:000.000. 


De pronto, nos estamos yendo del tema o ubicándonos en forma lateral, pero estamos en el Parlamento. Si no podemos preguntar 
y se nos restringe la posibilidad de obtener información, puede ocurrir lo que vengo pensando hace bastante tiempo de que esta es 
una Institución que puede pasar a ser un museo. Mientras yo esté aquí voy a hacer el máximo esfuerzo para que eso no ocurra. En 
consecuencia, creo que tengo el derecho -lo mismo ocurre con los restantes Legisladores- a preguntar. Puedo parar de hacerlo y 
no tengo ningún inconveniente, pero mientras tanto me asiste ese derecho. 


En fin, la preocupación es: cuáles son las limitaciones que puede tener el Banco de la República Oriental del Uruguay de aquí al 
2005 para atender los requerimientos del conjunto de las actividades productivas, como consecuencia de esta situación. 


En un momento determinado, el Banco recibe depósitos y los coloca en el exterior. Creo que con eso, lo que se busca es 
seguridad, más que rentabilidad. De pronto, una de las medidas para que pudiese mantener el ritmo de colocaciones, de acuerdo 
con las demandas de los sectores productivos, sería extraer una parte de las colocaciones en el exterior, perdiendo seguridad, para 
colocarla en el interior del país. Pregunto si esto es factible. 


Para ser franco, lo que más me importa es de qué manera se puede ver afectada la factibilidad de crédito futuro y por ello hablaba 
de órdenes de magnitud que de ninguna manera tienen que ver con la realidad. El Presidente del Banco de la República Oriental 
del Uruguay está haciendo -lo sé- un esfuerzo de respuesta no sencillo, de decir que éstas pueden ser cifras máximas, que este 
orden de magnitud puede o no tener que ver con la realidad, y yo lo acepto como tal, porque en este momento no podemos hacer 
otra cosa. Pero también eso a uno le da la idea de en qué situación se encuentra ese Organismo. 


En síntesis, voy a terminar mi exposición con dos preguntas. Hemos llegado a que con el diferimiento de intereses estamos en un 
costo para el Banco de alrededor de U$S 10:000.000 y, por otro lado, tenemos menores ingresos de recursos de U$S 45:000.000 
en U$S 230:000.000. Quisiera saber si con estos dos números me acerco, en alguna medida, a la propuesta del Ministerio de 
Economía y Finanzas de otorgar al Banco de la República Oriental del Uruguay U$S 20:000.000. 


La segunda pregunta es en qué situación puede quedar el Banco con operaciones de esta naturaleza, para seguir manteniendo el 
nivel de colocaciones que tenía en los últimos tiempos. 


SEÑOR GARCIA PELUFFO.- Si nos manejamos nuevamente con órdenes de magnitud, con hipótesis de máxima, si atendemos a 
los efectos directos de la medida, entendiendo por tales el costo que tiene para el Banco responder al estrés financiero que 
significa el diferimiento de intereses y también el aumento del costo del fondeo general, pensamos que el valor actual del costo de 
esta medida es de aproximadamente U$S 40:000.000. 


Los U$S 20:000.000 que nos estaría aportando el Fisco, de acuerdo con lo que ha planteado el Poder Ejecutivo, entonces, cubriria 
la mitad de esa situación de máxima que estamos planteando. 


Voy a lo otro -pido excusas por ser insistente- y es que nuestro esfuerzo, a partir de ahora, está dado por tratar de reducir el costo 
de los U$S 40:000.000 vía gestión de la medida. Entendemos por ésta, el evitar abusos en el uso del mecanismo; que quien lo 
utilice sea quien no tiene otra posibilidad de atender sus obligaciones con el Banco si no es a través de una reestructura de esta 
naturaleza. Para ello, es crucial que este mecanismo contemple tasas de interés consistentes con la estructura de las tasas del 
Banco. Si las tasas incentivan la utilización del mecanismo frente al cumplimiento normal, probablemente los costos para el 
Organismo sean las hipótesis de máxima que estamos manejando aquí. Eso, obviamente, tendrá un efecto sobre los restantes 
deudores del Banco, en el sentido de que la Institución no va a poder utilizar sus recursos líquidos para atender sus demandas, 
sino que por el contrario tendrá que racionalizar el crédito, a los efectos de evitar los costos vinculados al estrés financiero de la 
medida. 


Como ya dije, el Banco de la República Oriental del Uruguay tiene fondos líquidos muy importantes, que son la base y la garantía 
de estabilidad de la Institución; pero se trata de fondos que responden a sus activos en oro y en depósitos de no residentes. No 
podemos utilizar depósitos de no residentes para la colocación de fondos de riesgo nacional. Se trata de depósitos sobre los cuales 
no tenemos control y carecen de la estabilidad que sí tienen los depósitos normales. 


De manera que esos son nuestros recursos líquidos que responden a un fondeo especial y que, repito, son la garantía de 
estabilidad de la Institución y de que ésta no se va a convertir en un problema macroeconómico para el país. La consecuencia de 
un mal uso de este instrumento causará un impacto de constreñimiento del crédito al financiamiento de las restantes actividades. 


Tenemos confianza de que con un buen diseño podremos controlar la medida para que, inclusive, el costo para el Banco sea menor 
que la cantidad con la que el Fisco lo está apoyando. 


Recalco el otro elemento: hay efectos indirectos que pueden ser realmente importantes y que es necesario manejar. Estos son 
temas delicados y tenemos que trabajar en torno a ellos evitando que situaciones como ésta lleven a confusiones a los restantes 
clientes del Banco o a generar problemas de confianza, que podrían tener costos adicionales. 


SEÑOR COURIEL.- Francamente, quiero reiterar mi agradecimiento al señor Presidente del Banco de la República Oriental del 
Uruguay. 


SEÑOR RUBIO.- Quiero solicitar una información complementaria respecto a los eventuales efectos indirectos, no deseables. 


¿Cuál es la categorización del riesgo del resto de la cartera de deudores? En una hipótesis máxima, aquí se hablaba de U$S 
500:000.000 sobre U$S 1.100:000.000. 


Por otro lado, se ha dicho que con estas medidas se abarca algo más del 90% de los deudores. 


Entiendo que según lo que se ha manifestado, la categorización más general y la particular que se dio más tarde de los U$S 
500:000.000, podría no ser muy diferente. De todas maneras, esa es la información que poseemos. También es importante el 


problema de los eventuales efectos indirectos. 


SEÑOR GARCIA PELUFFO..- Para los clientes agropecuarios con un endeudamiento superior a los U$S 200.000, la categorización 
de riesgo es un poco diferente, porque hay un porcentaje menor en las categorías normales de riesgo: un 23% estaría en las 
categorías | y ll, respecto de un 36% con endeudamiento menor a U$S 200.000; luego, se ubica un 15% dentro de la categoría de 
peor riesgo y el resto, es decir el 61%, en las categorías lIl y IV. 


SEÑOR RUBIO.- Según voy entendiendo, las expectativas y la tasa de interés que se manejen, resultan claves como indicadores 
para lo que podría ser la parte más potente desde el punto de vista de los volúmenes de endeudamiento. 


SEÑOR MANGADO.- Teniendo en cuenta que hasta U$S 200.000 de endeudamiento hay buenos y malos productores, desde el 
punto de vista de la seguridad frente al Banco, otro tanto debe ocurrir en la franja inmediatamente superior, donde también debe 
haber buenos y malos productores. Incluso, habrá productores cuyo nivel de endeudamiento, según su patrimonio, puede ser mejor 
que, por ejemplo, el de otros de hasta U$S 50.000 y productores cuyo nivel de endeudamiento sea inferior -tomando el valor por 
hectárea- al de otros productores cuya deuda sea hasta U$S 200.000. 


Concretamente, manejando la hipótesis de la igualdad, ¿qué criterio va a usar el Banco de la República con aquellos productores 
con un endeudamiento de más de U$S 200.000 que necesiten un instrumento -que, como bien decía el Presidente del Banco, se 
va a intentar que se haga un buen uso del mismo o que lo usen quienes realmente lo precisen- para salir adelante y cómo 
implementará la aplicación del sistema de premios y castigos. 


Mi segunda pregunta, luego de pasada la zaranda y conociendo el número de productores que se acogen a esta medida, apunta a 
saber si el Banco tiene prevista alguna ayuda de fondos frescos para paliar la ¡liquidez que va a sufrir el sector agropecuario, quizá 
por todo este año, a fin de que el productor continúe "remando". Las deudas se transfieren en una medida que, personalmente, nos 
resulta sumamente inteligente por parte del Banco, no solamente para el productor sino también para la Institución. Sin embargo, 
esos productores van a sufrir una ¡liquidez durante este año como consecuencia del actual brote de fiebre aftosa, que va a dejar a 
muchos de ellos sin dinero para seguir funcionando. 


Por lo tanto, luego de saber cuántos productores van a utilizar el instrumento y qué erogación implicará esto al Banco República, 
quisiera saber si éste tiene previsto algún mecanismo para ayudar a aquel productor que lo merezca, a fin de asistirlo con fondos 
frescos para que pueda sortear este momento difícil. 


SEÑOR GARCIA PELUFFO.- Actualmente, el procesamiento de estas medidas provoca una situación especial en el Banco, 
porque se interrumpen sus cadenas de pago y de recuperación hasta que esta nueva medida no sea implementada totalmente, 
esté funcionando y sea conocida, a fin de que podamos manejar sus efectos. 


En lo que tiene que ver con los deudores que no están comprendidos en esta Cartera o sean elegibles por este instrumento, quiero 
distinguir dos cosas. En primer lugar, en el acuerdo entre el Poder Ejecutivo y el Partido Nacional se estableció la existencia de una 
franja de entre 200 y 300 productores que podría acceder a este beneficio, a partir de un estudio caso a caso. Esto significa que no 
habría una elegibilidad automática, pero que podrían ser atendidos con el mismo instrumento, con períodos de diferimiento y de 
gracia de amortizaciones más reducidos. 


En segundo término, existe el resto de la Cartera del Banco y, en especial, la agropecuaria. En ese sentido, continuaremos 
trabajando con esta última dentro de los parámetros que nos hemos impuesto desde el comienzo, es decir, tratar de que la 
maquinaria productiva siga funcionando. Para ello, somos conscientes de que es necesario atender con fondos frescos a los 
productores cuando éstos se encuentran en una buena relación con el Banco, aun cuando no puedan cumplir en su totalidad con 
sus obligaciones, en tanto estén dispuestos a recomponer su situación de común acuerdo con la Institución. Esa ha sido nuestra 
política y continuará siendo así en el futuro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más consultas que realizar, la Comisión de Hacienda agradece la presencia del señor 
Presidente del Banco de la República, del Director García Pintos y Asesores. 


(Se retiran de Sala el señor Presidente del Banco de la República, del Director García Pintos y Asesores) 
(Ingresan a Sala los asesores del Ministerio de Economía y Finanzas) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida a los señores asesores del Ministerio de Economía y Finanzas y ponemos en 
consideración el proyecto de ley denominado Contribución para el Financiamiento de la Seguridad Social (COFIS) 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Formulo moción para que comencemos la consideración particular del proyecto de ley, dejando la 
discusión general para el final. Este es un procedimiento usual cuando se trata de varias normas complejas. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si los integrantes de la Comisión están de acuerdo, comenzamos con la discusión particular del proyecto 
de ley. 


Léase el artículo 1. 

(Se lee:) 

"Artículo 1.- Estructura.- Créase el Impuesto de Contribución al Financiamiento de la Seguridad Social (COFIS) que gravará las 
importaciones de bienes industrializados, y las enajenaciones a cualquier título de dichos bienes, sean nacionales o importados, 
realizadas a organismos estatales, a las empresas y a quienes se encuentren incluidos en el hecho generador del Impuesto al Valor 


Agregado o del Impuesto Específico Interno". 


e En consideración. 


SEÑOR ASTORI.- Es para hacer una consulta con intenciones confirmatorias. Cuando se señala al final del artículo: "a quienes se 
encuentren incluidos en el hecho generador del Impuesto al Valor Agregado o del Impuesto Específico Interno.", se está dejando 
afuera a la última etapa minorista. ¿Esta es la redacción que se busca para no gravar a la etapa de distribución minorista? 


SEÑOR EIBE.- En términos generales es eso. No es específicamente la venta a minoristas sino la venta al consumidor final, que 
no tiene por qué coincidir. 


SEÑOR ASTORI.- En términos poco académicos pero, para mí, claros, es una especie de impuesto mayorista, dejando la última 
etapa en el entendido de que es la que llega al consumidor final. 


Me voy a referir en términos generales a título de pregunta, porque ya tendremos oportunidad de debatir en Sala y, por supuesto, 
no es la intención de esta sesión discutir con los asesores ni mucho menos. Creemos que es un impuesto cuyo balance de efectos 
no va a ser positivo a la economía uruguaya por razones que oportunamente fundamentaremos y por las cuales no lo 
acompañaremos con nuestro voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1”. 
(Se vota:) 

- 4 en 6. Afirmativa. 

Léase el artículo 2”. 

(Se lee:) 


"Artículo 2*.- Hecho Generador.- Se considerará enajenación la entrega de bienes con transferencia del derecho de propiedad, 
así como toda operación que otorgue al receptor de los referidos bienes la facultad de disponer económicamente de ellos como si 
fuera su propietario. 


Por importación se entenderá la introducción definitiva del bien al mercado interno." 
- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
. 4en6. Afirmativa. 
Léase el artículo 3". 
(Se lee:) 


"Artículo 3”.- Acaecimiento del hecho generador.- El hecho generador acaecerá cuando el contrato o acto equivalente tenga 
ejecución mediante la entrega o la introducción del bien". 


- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
. 4en6. Afirmativa. 
Léase el artículo 4. 
(Se lee:) 


"Artículo 4*.- Territorialidad.- Estarán alcanzadas las entregas de bienes efectuadas en territorio nacional y su introducción 
efectiva al citado ámbito espacial, independientemente del lugar en que se haya celebrado el contrato y del domicilio, residencia o 
nacionalidad de quienes intervengan en las operaciones, y no lo estarán las exportaciones." 


- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
. 4en6. Afirmativa. 
Léase el artículo 5*. 
(Se lee:) 


"Artículo 5”.- Bienes gravados.- Estarán gravadas las importaciones y las enajenaciones de los bienes que cumplan 
simultáneamente las siguientes condiciones: 


a. Constituyan un bien material que sea producto de la actividad industrial. 


b. Su circulación interna esté gravada por el Impuesto al Valor Agregado con una tasa distinta de cero." 
e En consideración. 


SEÑOR ASTORI.- No estoy seguro de que sea este el momento de plantear una sugerencia, pero por las dudas lo hago ahora aun 
en el marco de la discrepancia que tenemos con este proyecto de ley. Creo que sería bueno exceptuar de su aplicación a la 
importación de bienes de capital importados. En la medida que ellos tienen tasa IVA distinta de cero están comprendidos en este 
impuesto. Y me parece que la señal que se está dando es contradictoria con los propios objetivos del proyecto, por lo que 
simplemente lo pongo a consideración de quienes lo están impulsando a los efectos de ver la posibilidad de que se pudiera tener 
en cuenta una excepción en este caso. 


SEÑOR EIBE.- Sin perjuicio de la apreciación que hizo el señor Senador que es muy respetable y de carácter general, quiero 
destacar que en el inciso tercero del artículo 10 se establece que: "Serán aplicables para este impuesto los beneficios dispuestos 
en el literal B) del artículo 8% de la Ley N* 16.906 de 7 de enero de 1998 y concordantes". Dicha ley es la de Promoción e 
Inversiones y en la parte de beneficios generales para la inversión, en lo que tiene que ver con maquinarias e instalaciones 
destinadas para la industria y al agro, ya opera una exoneración en materia de IVA e IMESI y una devolución del IVA en plaza. 
Entonces, con respecto a esas maquinarias e instalaciones y con los bienes destinados al ciclo productivo, regiría la exoneración 
para este impuesto. 
SEÑOR ASTORI.- Comparto la observación y, precisamente, en la tarde de ayer estuve estudiando la aplicación de estos 
beneficios, correspondiente al inciso tercero del artículo 10. Solamente me parecía que la propuesta podía ser extendida a toda la 
importación de bienes de capital que no necesariamente ingresa por este régimen o es comprendida en él. 
Simplemente dejo la sugerencia pero soy consciente de que eso opera en los términos que explicaba el contador Eibe. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
. 4en6. Afirmativa. 
Léase el artículo 6*. 
(Se lee:) 


"Artículo 6*.- Contribuyentes.- Serán contribuyentes: 


A. Los contribuyentes del Impuesto al Valor Agregado que enajenen bienes gravados por el COFIS. 
B. Los que introduzcan al país los referidos bienes y no se encuentren comprendidos en el literal anterior." 


+. En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
. 4en5.Afirmativa. 
Léase el artículo 7”. 
(Se lee:) 


"Artículo 7*.- Tasa.- La tasa será de hasta el 3% (tres por ciento). El Poder Ejecutivo fijará la tasa aplicable quedando facultado 
para modificarla dentro de dicho límite." 


- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 4 en 6. Afirmativa. 

Léase el artículo 8*. 
(Se lee:) 


"Articulo 8*.- Materia imponible.- La materia imponible estará constituida por la contraprestación correspondiente a la entrega de 
la cosa o por el valor del bien importado. 


En el caso de entrega de bienes, la alícuota se aplicará sobre el importe total neto contratado o facturado, excluido el Impuesto al 
Valor Agregado. 


En las importaciones la alícuota se aplicará sobre la suma del valor en aduana más el arancel, incrementada en hasta un 21,75% 
(veintiuno con setenta y cinco por ciento)." 


e En consideración 


SEÑOR ASTORI.- Me gustaría saber cómo está determinado este porcentaje de 21,75%. 


SEÑOR EIBE.- Esto es un incremento en la importación, en la base imponible. En este caso, se tomó un criterio similar al que se 
utiliza en el IVA, no en el procedimiento, pero sí en la cuantificación, donde se establece, en el caso del IVA, un anticipo por la 
operación siguiente, que es la de venta en plaza, que es del 5% de la base imponible. La relación que guarda ese 5% sobre la 
alícuota del IVA, en este caso, genera el 21,75%. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 6. Afirmativa. 

Léase el artículo 9. 

(Se lee:) 


"Artículo 9.- Liquidación.- El tributo a pagar se liquidará partiendo del total de los impuestos facturados según lo establecido en el 
inciso segundo del artículo anterior. De la cifra así obtenida se deducirá el impuesto incluido en las adquisiciones e importaciones 
de bienes destinados a integrar directa o indirectamente el costo de las operaciones gravadas. 


Cuando se realicen a la vez operaciones gravadas y no gravadas, la deducción del impuesto no destinado exclusivamente a unas y 
otras se efectuará en forma proporcional al monto de las operaciones que den derecho a crédito. 


En el caso de exportaciones podrá deducirse el impuesto correspondiente a los bienes que integran directa o indirectamente el 
costo del producto exportado; si por este concepto resultare un crédito a favor del exportador, este será devuelto o imputado al 
pago de otros impuestos o aportes previsionales en la forma que determine el Poder Ejecutivo. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a otorgar el tratamiento establecido en el inciso anterior a las enajenaciones de bienes gravados por el 
Impuesto Específico Interno siempre que dichos bienes se encuentren exonerados del Impuesto al Valor Agregado. Esta facultad 
podrá ejercerse para los distintos tipos de bienes gravados. 


El Poder Ejecutivo podrá establecer procedimientos simplificados de liquidación del impuesto en atención al volumen de las 
Operaciones y a la naturaleza de la explotación." 


- En consideración. 
Hay una propuesta para suprimir el penúltimo inciso de este artículo. 


SEÑOR ASTORI.- Mi pregunta se refiere a la propuesta de suprimir el penúltimo inciso, a fin de entender lo que se pretende con 
esto. Con esta supresión, se pretende que en los casos de exoneración de IVA no se pueda aplicar el mecanismo de deducciones 
previsto en el artículo sobre el IMESI, que sería el que se pagaría. Esta es mi inquietud. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Sin perjuicio de que podemos hacer esta pregunta a los asesores, en principio, de la simple lectura de 
esta disposición, podemos ver que refiere a bienes que no tributan IVA pero sí IMESI. 


SEÑOR ASTORI.- No requeriría el mecanismo de deducciones. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Ese es el universo, es decir, lo que tributa IMESI y no IVA, lo cual está relativamente acotado, en cuanto a 
mercaderías. Aquí se plantea un mecanismo de devolución similar al de las exportaciones, lo cual parece un poco complejo, en 
especial, porque la tasa del IMESI la puede variar el Poder Ejecutivo para contemplar este tipo de situaciones. Entonces, al 
emplear mecanismos de esta naturaleza, uno teme que después haya una presión para generalizarlos, lo cual parece un poco 
engorroso. 


Esta es la impresión que tenemos sobre este punto. Por eso, en esta oportunidad nos parecía mejor no habilitar este mecanismo 
de devolución del COFIS comprado, a quienes son tributarios de IMESI y no de IVA. De modo que si este es el universo, podría 
abrirse una brecha que no se sabe dónde puede terminar. Entonces, preferiría, repito, no aplicar este mecanismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa sugiere que se vote el artículo 9 sin el penúltimo inciso, tal como ha sido propuesto. 
(Apoyados) 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 9% con la modificación propuesta. 

(Se vota:) 

- 4 en 7. Afirmativa. 

Queda aprobado el artículo 9% con la supresión del penúltimo inciso. 

Léase el artículo 10. 

(Se lee:) 


"Artículo 10.- Exoneraciones.- Estarán exonerados de este impuesto las enajenaciones realizadas por quienes se encuentren 
comprendidos en el literal E) del artículo 33 del título 4 del Texto Ordenado 1996. 


Asimismo estarán exentas las enajenaciones efectuadas por los contribuyentes del tributo creado por los artículos 590 y siguientes 
de la Ley N* 17.296 de 21 de febrero de 2001. 


Serán aplicables para este impuesto los beneficios dispuestos en el literal B) del artículo 8% de la Ley N* 16.906 de 7 de enero de 
1998 y concordantes." 


+. En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
. 4en7. Afirmativa. 
Léase el artículo 11. 
(Se lee:) 
Artículo 11.- Documentación.- El Poder Ejecutivo establecerá los requisitos formales que deberá observar la 
documentación de las operaciones gravadas, quedando facultado a no exigir la discriminación del impuesto en la 
factura o documento equivalente." 
En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-4 en 7. Afirmativa. 
Léase el artículo 12. 
(Se lee:) 
"Artículo 12.- Recaudación.- El Poder Ejecutivo reglamentará la forma y fecha de recaudación del impuesto, pudiendo requerir en 
el curso del año fiscal, pagos a cuenta del mismo calculados en función de los ingresos gravados del ejercicio, sin la limitación 


establecida en el artículo 21 del Título 1 del Texto Ordenado 1996. 


Autorízase al Poder Ejecutivo a fijar períodos de liquidación mensual para aquellos contribuyentes que designe en función de 
características tales como el nivel de ingresos, la naturaleza del giro, forma jurídica o por la categorización de contribuyentes que 
realice la administración. Cuando se realicen a la vez operaciones gravadas y no gravadas, la deducción del impuesto incluido en 
los bienes no destinados exclusivamente a unas O a otras, se efectuará en la proporción correspondiente al monto de las 
operaciones gravadas del ejercicio, sin perjuicio de su liquidación mensual. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a designar agentes de retención y percepción, así como a exigir a los contribuyentes en ocasión de la 
importación de bienes gravados, pagos a cuenta del impuesto sin la limitación referida en el inciso primero." 


+. En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
. 4en7. Afirmativa. 
Léase el artículo 13. 
(Se lee:) 


"Artículo 13.- Derogaciones. Deróganse a efectos de este impuesto las exoneraciones genéricas de impuestos establecidas a 
favor de determinadas entidades o actividades." 


e En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 
(Se vota:) 
. 4en7. Afirmativa. 
Léase el artículo 14. 
(Se lee:) 


"Artículo 14.- Inmunidad. Extiéndese a este impuesto lo dispuesto por el artículo 581 de la Ley N* 17.296 de 21 de febrero de 
2001." 


e En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


. 4en7. Afirmativa. 
SEÑOR ATCHUGARRY.- Retiro el texto sustitutivo del artículo 15, que presenté. 
SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señor Senador. 
Léase el artículo 15, tal como viene del Poder Ejecutivo. 
(Se lee:) 


"Artículo 15.- Afectación.- Aféctase al Banco de Previsión Social la recaudación del impuesto creado por el artículo 1% de la 
presente ley, con excepción de los montos establecidos en el artículo 23 de la misma." 


e En consideración. 
SEÑOR ASTORI.- Según tengo entendido, se había presentado un texto sustitutivo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Ya fue retirado, señor Senador. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- En realidad, no hay una diferencia; se excluía la partida que se destinaba al Banco República. 
Inicialmente, me parecía mucho más claro establecer que todo esto va para el Banco de Previsión Social. De todos modos, lo otro 
es por una única vez y, por ello, no altera su naturaleza. Por eso me pareció más conveniente no tocarlo en esta oportunidad. Al 
final, todo termina en Rentas Generales; no hay una diferencia económica. 


SEÑOR ASTORI.- Pero el señor García Peluffo trabajó sobre el supuesto del artículo 23 original, esto es, recibir U$S 20:000.000 
por la vía de este proyecto, que ahora desaparecerían. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Pero no le hemos alterado las previsiones al señor García Peluffo, porque he retirado el texto sustitutivo. 
SEÑOR ASTORI.- De acuerdo, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De manera que se ha votado el artículo 15 con la redacción original del Poder Ejecutivo. La norma 
sustitutiva propuesta fue retirada, expresamente, por el señor Senador Atchugarry. 


Léase el artículo 16. 

(Se lee:) 

"Artículo 16.- Vigencia.- Este impuesto entrará en vigencia al primer día del mes siguiente a la promulgación de la presente Ley." 
+. En consideración. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Consulto a los señores asesores si estamos claros con respecto a esta disposición. ¿Sugieren alguna 
modificación? 


SEÑOR EIBE.- La vigencia de esta norma refiere exclusivamente al impuesto, y parecería conveniente extenderla al resto de las 
disposiciones. En caso contrario, podría haber una vigencia distinta para el impuesto que para la disminución de los aportes 
patronales, lo cual no parece muy consistente. 


SEÑOR ASTORI.- Deseo formular una pregunta, para cuya respuesta está mucho más capacitado el señor Presidente que yo. ¿Es 
necesario este artículo? Lo digo porque toda ley entra en vigencia al día siguiente de su promulgación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con las normas del Código Civil, las leyes entran en vigencia 10 días después de su 
publicación en el Diario Oficial. Ese es el régimen general. En este artículo 16 hay un apartamiento por cuanto se establece que la 
vigencia es el primer día del mes siguiente a la promulgación de la presente ley. 


SEÑOR COURIEL.- Antes de los 10 días. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede ser antes o después. Si se promulga antes del 1? de junio, sí, pero si es después de esa fecha y 
antes del 20 de junio, estaríamos en un plazo mayor que el previsto por el Código Civil. 


SEÑOR FAU.- Es una derogación a la disposición del Código Civil. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, es un apartamiento tácito, por cuanto el Código Civil es una ley y cada norma puede establecer 
cuándo va a entrar en vigencia. 


SEÑOR NUÑEZ.- Deseo saber cómo queda esto con la posible reglamentación e instrumentación, en cuanto a la vigencia definida 
de esta forma. ¿Qué tiempos tiene la Administración? 


SEÑOR EIBE.- Si la ley es aprobada, la reglamentación estará vigente cuando el impuesto esté operativo, es decir, va a estar 
pronta cuando sea necesario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa consulta a los señores asesores si han creído conveniente que la vigencia establecida en el 
artículo 16, se aplique a todas las disposiciones del proyecto de ley. Si es así, a juicio de la Mesa, este artículo debería ir al final. 


SEÑOR EIBE.- En realidad, excluiría el artículo 17, donde se trata la exoneración del Impuesto al Patrimonio, por cuanto refiere al 
Ejercicio finalizado en 2001. Entonces, podría incurrirse en una cierta contradicción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, sería conveniente redactar nuevamente el artículo 16 que quedaría al final y llevaría el número 
23. Por supuesto que se tendría en cuenta la excepción mencionada por el contador Eibe, en cuanto a que esta excepción de la 
entrada en vigencia no abarcaría al artículo 17, que en el futuro llevaría el número 16. 


La Mesa sugiere que este artículo 16 quede en suspenso hasta su aprobación final, salvo mejor sugerencia de los señores 
Senadores. 


SEÑOR COURIEL.- Me parece correcta la precisión de la Presidencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, la Mesa solicita a los señores asesores tengan a bien redactar el artículo relacionado con la 
vigencia de la norma. 


Queda pendiente la aprobación del artículo 16 del proyecto original del Poder Ejecutivo que, como ya se dijo, será la última norma 
en la redacción que le dará esta Comisión. 


SEÑOR GALLINAL.- En realidad, habría que modificar la redacción, porque hace una referencia directa al impuesto. Creo que lo 
que entrará en vigencia a partir del primer día siguiente es la ley, y no la redacción solamente con el impuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa fue la observación que planteó el contador Eibe. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que tenemos que establecer una norma general para todo el proyecto porque, en principio, no podemos 
darle una vigencia a ciertos artículos y otra distinta a otros. Además, como está prevista la facultad del Poder Ejecutivo en cuanto a 
la vigencia de la baja de los aportes, me parece que no hay ningún impedimento en que, como el señor Presidente señaló, este sea 
el último artículo del proyecto y que sin hacer referencia al Impuesto, haga mención a la ley. 


SEÑOR NUÑEZ.- No es mi intención detener la discusión por un problema de fecha de vigencia. Sin embargo, el artículo 17 dice 
que la exoneración regirá para determinados ejercicios. Quiero decir que se trata de una norma específica y concreta, que no tiene 
que ver con la vigencia de la ley. Me parece que no es necesario hacer una discriminación; que la ley entre en vigencia un 
determinado día, mientras el artículo 17, por su parte, establece la vigencia de la exoneración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa está de acuerdo con las observaciones del señor Senador Núñez. 

Léase el artículo 17. 

(Se lee:) 

"Artículo 17.- Exoneración.- Exonérase del Impuesto al Patrimonio el patrimonio afectado a las explotaciones agropecuarias. 
Esta exoneración regirá para ejercicio cerrados a partir del 1” de enero de 2001. 


Los anticipos y los pagos del saldo del Impuesto al Patrimonio del ejercicio cerrado en el año 2001 realizados hasta la fecha de 
entrada en vigencia de la presente Ley, no darán derecho a crédito fiscal." 


e En consideración. 


SEÑOR ASTORI.- Señor Presidente: quería plantear una sugerencia alternativa para este artículo sin modificar la intencionalidad 
de la norma que, como dice la propia denominación de este capítulo del proyecto, es la reducción de costos para la producción. 


Me da la impresión de que siendo una norma cuya necesidad visualizo y acompaño, dada la actual situación de las explotaciones 
agropecuarias, no me parece conveniente que se disponga una exoneración abierta como la que se pretende aquí, es decir, en 
forma indefinida. En este proyecto se exonera del Impuesto al Patrimonio a las explotaciones agropecuarias a partir del 1? de enero 
de 2001 pero sin fecha de cese. En realidad, se está dejando sin efecto este impuesto sobre el patrimonio agropecuario, lo que no 
me parece una medida conveniente. Por el contrario, creo que sería muy prudente -voy a usar un verbo que quizás no sea el más 
riguroso- suspender el Impuesto por cierto período sin dar una señal de eliminación del mismo. Soy consciente de que se puede 
revertir esta situación cuando se entienda conveniente, ya que la misma ley podría decir en alguna parte "Dejar sin efecto la 
exoneración prevista por la Ley N”..." De todas formas, estimo más importante, y por eso sugiero que se medite al respecto, la 
posibilidad de estipular un lapso de vigencia de este impuesto, no sólo señalando su fecha de comienzo sino también la de su 
cierre. 


Hago este planteo a fin de que se pueda discutir. Me parece que el Impuesto al Patrimonio sobre el sector agropecuario en el 
futuro, luego de que el país salga de esta situación difícil, debería seguir en vigencia. Es un impuesto en el que creo y al ser directo, 
imprime una dosis necesaria de justicia al sistema tributario; por eso no me parece que sea bueno eliminarlo ni dejarlo sin efecto 
"sine die". Me pregunto si no será mejor establecer una fecha límite o definir el lapso de suspensión de la aplicación del impuesto. 
Reitero que lo planteo como una pregunta a fin de escuchar la posición que defiende este texto y también los argumentos 
correspondientes. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- En realidad, habíamos solicitado la palabra antes de la intervención del señor Senador Astori a los 
efectos de explicar otro aspecto de la norma, sin perjuicio de que posteriormente vamos a intentar comentar lo que se ha solicitado. 


El planteo tiene que ver con el tercer inciso de la norma. Por razones muy entendibles, en términos económicos se está operando 
en forma casi retroactiva, habida cuenta que hay adelantos -por más que el ejercicio 2001 aún no cerró, ya se está pagando- y es 
notorio que el Gobierno no desea que esta situación continúe, por lo que intenta generar alivios inmediatos, también por razones de 
caja se busca que quienes ya hicieron esos adelantos, tengan un crédito fiscal. Está bien que busquemos salvar la caja, digamos 
por seis meses, un año o por el tiempo que sea, pero creo que la señal sería muy complicada; aparentemente, por esta norma, el 
que no pagó el adelanto porque se atrasó, no tendría que hacerlo, y el que sí lo hizo, no contaría con un crédito. Comparto todas 
las razones del artículo, pero propongo que, con la redacción que se quiera, al menos un ejercicio después -a fin de resolver el 
problema de caja- se tenga derecho a ese crédito. De lo contrario, estamos conspirando sin querer -nada más lejos del Ministerio 


de Economía y Finanzas ni de la Dirección General Impositiva- contra el deseo del buen pagador. Habíamos propuesto una 
redacción, seguramente mala pero mejorable, con el fin de que tal vez en el ejercicio que viene se pudieran deducir esos créditos. 


Respecto a las inquietudes del señor Senador Astori, puedo decir que como principio general, el hecho de dejar en suspenso o sin 
efecto "sine die" porque no estamos en condiciones de poner un plazo al Impuesto, creo que no sería lo más aconsejable. Además, 
nosotros en particular estamos cumpliendo un planteo programático que en su momento hicimos con el Partido Nacional -y esta es 
la razón de fondo- por el cual se pasaría el sector productivo agropecuario al sistema del IRA y sus adelantos como en definitiva 
funciona el IMEBA, y suprimir el Impuesto al Patrimonio. Por supuesto que a nadie escapa que la posesión de ciertos bienes puede 
ser un indicador para gravar riqueza, y eso está fuera de esta discusión. Reitero que tenemos claro que en este sector en particular 
existía el compromiso de llevarlo a tributar por el IRA y el IMEBA, y el Poder Ejecutivo está dando cumplimiento a ese compromiso 
que, como en todas las cuestiones fiscales, tiene dos bibliotecas. 


En resumen, este es el ánimo con el que se buscó esta solución. Por supuesto que también sería posible suspenderlo por tres o 
cuatro años y después se vería qué sucede, lo que podría ser el planteo del señor Senador Astori. De no existir el compromiso que 
he mencionado, este planteamiento podría ser muy razonable y atendible. Con el camino que he explicado no sólo se resuelve la 
coyuntura del sector, sino que también se pretende dejarlo en una situación tributaria que se acordó previamente. Insisto en que me 
remito a lo que oportunamente se explicó, aunque sea opinable, en el momento de llevarse a cabo el acuerdo entre el Partido 
Colorado y el Partido Nacional. 


SEÑOR NUÑEZ.- Teniendo en cuenta la reflexión hecha por el señor Senador Astori, decimos que, lamentablemente, cuando se 
discutió el Presupuesto Nacional no tuvimos oportunidad de estudiar con profundidad cada impuesto o artículo por artículo. No 
recuerdo exactamente los términos de la redacción, pero allí se establecía la voluntad o la potestad del Poder Ejecutivo para 
eliminar definitivamente el Impuesto al Patrimonio rural a partir del año 2003. 

Nosotros creemos -más aun si se piensa instalar un Impuesto a la Renta real en el agro- que un Impuesto al Patrimonio puede ser 
un elemento de control cruzado muy importante para mantener. A pesar de que en la reunión que tuvimos en el día de ayer con el 
señor Ministro se nos dijo que el año pasado 8.000 productores pagaron impuestos y que seguramente, en este momento, este 
tributo lo estarían pagando exclusivamente productores de potencialidad económica bastante grande, podríamos estar de acuerdo 
en una suspensión, por un tiempo determinado, ante la crisis que se ha instalado. 


De todas maneras, nos parece que exonerar definitivamente es una medida desmesurada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa hace notar a los señores Senadores que se ha presentado una redacción sustitutiva que se 
agregaría al inciso final del artículo 17 y que diría "hasta el ejercicio 2002". 


SEÑOR ATCHUGARRY.- En realidad, quisiera pedir que me ayuden con la redacción de esta propuesta. 


SEÑOR COURIEL.- Antes de continuar con el tema, quisiera dejar constancia de que gracias a la presencia de tres integrantes del 
Frente Amplio - Encuentro Progresista es que esta sesión tiene quórum. Si no estuviéramos, hoy no se podría aprobar este 
proyecto de ley. 


SEÑOR ASTOR!I.- Salvo mejor opinión, quisiera saber si el señor Senador Atchugarry quiere que haya crédito fiscal a partir de los 
ejercicios cerrados a contar a partir del 1? de enero de 2002, o del 1* de enero de 2003. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Sería a partir del 1? de enero de 2002. 

SEÑOR ASTORI.- Entonces, así se debe redactar, salvo mejor opinión de los expertos. 

SEÑOR ATCHUGARRY.- Concretamente, diría así: "...no darán derecho a crédito fiscal hasta el 1? de enero de 2002." 

SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el último inciso del artículo 17, tal como quedaría. 

(Se lee:) 

- "Los anticipos y los pagos del saldo del Impuesto al Patrimonio del ejercicio cerrado en el año 2001 realizados hasta la fecha de 
ri en vigencia de la presente Ley, no darán derecho a crédito fiscal hasta el ejercicio cerrado a contar del 1% de enero de 
(Dialogados) 

SEÑOR EIBE.- Esta es una figura nueva y hay que hacer esfuerzos para integrarla. 


En realidad, el crédito no se vincula a un ejercicio, sino a una fecha precisa y a partir de ese momento se podrá utilizar, por 
ejemplo, para pagar al Banco de Previsión Social o a quien fuere. 


SEÑOR ASTORI.- Crédito no es igual a liquidación de impuestos. Entonces, simplemente hay que decir "1* de enero de 2002". 


Tiene mucha razón el señor contador Eibe, porque una cosa es la liquidación del impuesto y otra, la vigencia del crédito fiscal o la 
posibilidad de hacerlo. 


Por lo tanto, en el último inciso habría que establecer al final "...no darán derecho a crédito fiscal hasta el 1% de enero de 2002". 
SEÑOR EIBE.- Continúo reflexionando sobre el tema y quisiera hacer una apreciación que es relevante. 


Una cosa es decir "no darán derecho a crédito fiscal hasta el 1% de enero de 2002" y otra cosa es desde cuándo es exigible el 
crédito. Podría suceder que los contribuyentes dejaran de pagar algún impuesto esperando que se les otorgue el crédito a partir del 
1% de enero, pero con la expectativa de pagar deudas anteriores. Sería importante establecer que la exigibilidad del crédito es a 
partir del 19 de enero de 2002. Aquí hay un matiz, que no es menor. 


SEÑOR COURIEL.- Sugiero que el señor asesor proponga una redacción. 


SEÑOR EIBE.- La redacción sería la siguiente: "El crédito fiscal emergente de los anticipos y los pagos del saldo del Impuesto al 
Patrimonio del ejercicio cerrado en el año 2001 realizados hasta la fecha de entrada en vigencia de la presente Ley, será exigible a 
partir del 1? de enero de 2002". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda claro, entonces, que la redacción propuesta por el contador Eibe significa una sustitución del inciso 
tercero del artículo 17 del proyecto de ley. 


Se va a votar el artículo 17 con la sustitución propuesta por el contador Eibe respecto al inciso tercero de dicho artículo. 
(Se vota:) 

-4 en 7. Afirmativa. 

Léase el artículo 18. 

(Se lee:) 


"Artículo 18.- Aporte patronal en el agro.- Redúcese a cero la alícuota de los componentes patronales jubilatorios de la 
contribución patronal rural global establecida en el artículo 3% de la Ley N* 15.852, de 24 de diciembre de 1986 y sus modificativas. 


Disminúyese en un 50% (cincuenta por ciento) el aporte patronal al Banco de Previsión Social del sector rural correspondiente a los 
Seguros Sociales por Enfermedad de la referida ley. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a disminuir el aporte mínimo a que refiere la norma mencionada en el inciso primero del presente 
artículo, en la proporción que fuere necesaria para aplicar la reducción de aportes establecida." 


En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR RUBIO.- Supongo que en la contribución patronal rural global -esto se desglosa en varios ítems- no está comprendido el 
aporte personal del patrón. 


SEÑOR MOUCHAUTEFF.- El aporte personal del patrón sigue en vigencia. Aquí lo que se están reduciendo son los aportes 
patronales jubilatorios. El patrón, como tal, aporta por su sueldo ficto -esto ocurre en todos los sectores- y también como 
dependiente. Se trata de que va a seguir aportando como dependiente y dentro de la aportación global rural que se hace en forma 
ficta, por hectáreas, hay un porcentaje establecido que quedaría exactamente igual, reitero, por sus aportes personales, por su 
sueldo patronal. 


SEÑOR RUBIO.- Es un problema de texto, y no conceptual. No sé si eso me queda claro en este texto porque, según tengo 
entendido, la contribución patronal rural global comprendía esa parte. Entonces, no sé si al reducirla a cero, en realidad, se está 
eliminando algo que se quiere mantener. Esa es la duda que tengo en cuanto al texto. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Este asunto siempre ha planteado enormes dudas. 


Digo, para tranquilidad de los señores Senadores, que esta redacción fue consultada con las autoridades del Banco de Previsión 
Social, que son tecnólogos en esta materia. Lo que hacen ellos, en realidad, es reducir la alícuota -o como se le quiera llamar- por 
hectárea. Hacen una estimación de los aportes patronales sobre el patrón y los dependientes. 


Este tema ya lo hemos manejado porque, como se recordará, en primera instancia rebajamos estos aportes y actualmente fueron 
suspendidos por este año. Aquí se plantea lo mismo. Inclusive, hay una modificación sobre el mínimo, que hubo que bajarlo 
porque, si no, no abarcaba a los pequeños productores. 


En fin, lo que queda claro es que, en realidad, se va a mantener lo que se está cobrando hoy, es decir, el cero coma siete y pico, 
cuando antes la cifra se ubicaba en 0,9. 


SEÑOR MOUCHAUTEFF.- Todo el aporte patronal rural global tiene una serie de componentes. Primero se calcula en forma ficta y 
se llega a una cantidad en función de las hectáreas y de su valor CONEAT. La alícuota a que hacía referencia el señor Senador 
Atchugarry, hoy, que tenemos los aportes patronales en cero, es de 0,75 por mil. Quiere decir que a través del número de hectáreas 
y del índice CONEAT -llevando las hectáreas a CONEAT 100- se llega a un importe en pesos para el predio rural. Se considera que 
la mitad refiere al aporte del patrono por él mismo, y el otro 50% corresponde a todo lo demás. 


Como bien se decía, el 50% del patrono tiene dos componentes: por un lado, el aporte patronal por él mismo y el aporte obrero, 
también, por él mismo. Con esta redacción el aporte obrero continúa en vigencia; está claramente establecido y, además, verificado 
por los técnicos del Banco de Previsión Social. Por otro lado, este tipo de redacción ya fue utilizado en las restantes leyes de 
urgencia. 


SEÑOR RUBIO.- Pienso que en algún momento se va a tener que hacer una modificación legal, puesto que el tema tiene una gran 
complejidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 19. 


(Se lee:) 


"Artículo 19.- Aporte patronal en la industria manufacturera privada.- Redúcese a cero el aporte patronal al Banco de Previsión 
Social de la Industria Manufacturera Privada comprendida en la Gran División 3 de la Clasificación Internacional Industrial Uniforme 
(C.!.1.U.) Revisión 2 (Industria Manufacturera). 


Disminúyese en 2.5 (dos y medio) puntos porcentuales el aporte patronal al Banco de Previsión Social de la Industria 
Manufacturera correspondiente a los Seguros Sociales por Enfermedad. A efectos del cálculo del complemento establecido en el 
artículo 338 de la Ley N* 16.320, de 1? de noviembre de 1992, se considerará como efectivamente aportada la reducción dispuesta 
en este inciso. 


En el caso que coexistan otras actividades junto a la exonerada el Poder Ejecutivo determinará la forma y condiciones en que se 
determinará el beneficio." 


En consideración. 


SEÑOR NUÑEZ.- Tengo una duda y, por lo tanto, quisiera que se hiciera una aclaración sobre un aspecto muy parcial que tiene 
que ver con los incisos segundo de los artículos 18 y 19. Allí se habla de la reducción del aporte patronal a los Seguros Sociales 
por Enfermedad. Me gustaría saber qué pasa con los aportes patronales que se hacen a seguros complementarios que están 
amparados por DISSE y reconocidos por el Banco de Previsión Social. Hay algunos seguros que figuraban en la Ley de creación 
de DISSE, como -creo- es el caso de los trabajadores de CONAPROLE, que tienen un seguro de ese tipo. 


También quisiera saber si no estamos desfinanciando al Banco de Previsión Social y no previendo recursos para financiar a estos 
seguros. 


SEÑOR MOUCHAUTEFF.- Creo que el señor Senador se refiere a las cajas de auxilio. 


Cabe aclarar que esta redacción contempla, tal cual lo dice, los seguros sociales. Todo ese otro tipo de organizaciones a las que 
refiere el señor Senador funciona con un esquema distinto. Se entendió que lo que había que contemplar era el régimen general, 
que es éste. Efectivamente se da en la industria; no sé si en el agro puede ocurrir lo propio. De todas maneras, el tema es como lo 
pregunta el señor Senador Núñez. 


SEÑOR NUÑEZ.- La inquietud viene a colación, porque en el tratamiento de un proyecto de ley anterior nos sucedió que, en 
definitiva, estuvimos afectando seguros complementarios y hoy se encuentran haciendo gestiones ante el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social a los efectos de ser contemplados en una ley anterior. 


Si quedara claro que con esta redacción no se afecta el aporte patronal establecido para ese tipo de seguros, no tengo ningún 
inconveniente en apoyarlo. 


SEÑOR MOUCHAUTEFF.- En ese caso, está claro que los seguros de enfermedad van a seguir funcionando sin la rebaja. 
SEÑOR ASTORI.- Tengo dudas respecto a cómo funciona el planteo de todo el artículo concebido en su conjunto. 


En el inciso primero, por el que se reduciría a cero el aporte patronal al Banco de Previsión Social, se toma como referencia la 
Industria Manufacturera Privada comprendida en la Gran División 3 de la Clasificación Internacional Industrial Uniforme. En el inciso 
segundo no se hace esa referencia, sino que simplemente se dice: "la Industria Manufacturera". Si fuera necesario hacer la misma 
referencia, creo que habría que incluirla en el texto del artículo, porque no puede ser referencia para una cosa y no para otra. 


Esa es la primera duda, según la cual habría que modificar la estructura del artículo. 


Tengo otra interrogante, que es la siguiente. En el inciso tercero, cuando se dice "En el caso que coexistan otras actividades junto a 
la exonerada", pienso que se está haciendo referencia al inciso primero y no al segundo. En este último hay, simplemente, una 
reducción y en el primero también hay una reducción a cero. Quisiera saber si cuando se dice "otras actividades" la intención es 
referir a otras que no sean industriales. Por lo tanto, también habría que aclararlo, a efectos de una mayor seguridad, en caso de 
que la respuesta a mi pregunta sea afirmativa. 


Por esa razón, insisto, considero que hay que modificar todo el planteo del artículo. 


SEÑOR MOUCHAUTEFF.- Pienso que la inquietud del señor Senador se podría tomar en cuenta sin variar demasiado la redacción, 
haciendo referencia, en el inciso segundo, a los contribuyentes mencionados en el inciso primero. Esa podría ser la solución. 


SEÑOR ASTORI.- Pero eso cambia totalmente el planteo, porque no diríamos "de la Industria Manufacturera", sino "Disminúyese 
en 2.5 (dos y medio) puntos porcentuales el aporte patronal al Banco de Previsión Social de los contribuyentes referidos en el 
primer inciso del presente artículo". 


Luego, tendría que decirse: "En el caso que coexistan otras actividades además de las mencionadas en los incisos precedentes, el 
Poder Ejecutivo determinará la forma y condiciones en que se determinará el beneficio". 


SEÑOR MOUCHAUTEFF.- Es correcto lo que plantea el señor Senador, por lo que en el inciso segundo sugeriría que se tomara su 
redacción como válida desde el punto de vista técnico. 


Ahora bien; en lo que refiere al inciso tercero, en donde se dice "En el caso que coexistan otras actividades", no comprendo bien lo 
que se plantea. Cabe aclarar que esa disposición está contemplando a aquellos contribuyentes que, aparte de su actividad en la 
industria manufacturera, tienen otras no industriales o, por ejemplo, una empresa constructora, que no entra en la Gran División 3, 
por considerarse una industria de bienes no transables. En ese caso, no entiendo qué sería lo que, a juicio del señor Senador, no 
quedaría claro con la presente redacción. 


SEÑOR ASTORI.- A mi juicio no queda claro, sobre todo con la redacción del proyecto original, qué quiere decir "actividad 
exonerada". Digo esto, porque en el inciso primero se reduce a cero el aporte patronal y en el segundo se disminuye en 2.5 puntos 
porcentuales el aporte patronal al Banco de Previsión Social. En realidad, la actividad es la misma y por esa razón me parecía que 
quedaba más claro señalar "actividades que coexistan con las mencionadas en los incisos precedentes del presente artículo", a 
efectos de no sembrar ninguna duda. 


Me pregunto para qué figura el inciso tercero, porque comprende un caso muy raro, excepcional, como podría ser el de la 
construcción. 


SEÑOR ROSSA.- En realidad, no es tan raro el caso, porque normalmente no existen las industrias puras. Se registra un 7%, 
promedialmente, de ventas de industrias que responden a actividades no industriales. 


SEÑOR ASTORI.- Entonces, sugiero esa redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A los efectos de que quede registrado en la versión taquigráfica y de que podamos votar correctamente 
este artículo, solicitamos al señor Senador Astori que nos lea la redacción que propone para el artículo 19. 


SEÑOR FAU.- Tratándose de la redacción del artículo, creo que podríamos mejorar la del inciso final, porque reitera la palabra 
"determinará". En el primer caso, podría ser sustituida por "establecerá". Entonces, la redacción quedaría de la siguiente manera: 
"...el Poder Ejecutivo establecerá la forma y condiciones en que se determinará el beneficio". 


SEÑOR ROSSA.- Quiero señalar un pequeño detalle de redacción. En el inciso primero, cuando se dice "Redúcese a cero el 
aporte patronal al Banco de Previsión Social", creo que sería mejor establecer "Redúcese a cero el aporte patronal jubilatorio al 
Banco de Previsión Social" porque, si no, se podría comprender también a DISSE y el IRP. 

SEÑOR ASTORI.- Incluso, sería mejor decir "aporte jubilatorio patronal". 


SEÑOR ROSSA.- Efectivamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por tanto, el inciso primero quedaría redactado de la siguiente manera: "Redúcese a cero el aporte 
jubilatorio patronal al Banco de Previsión Social" y lo demás sigue con la misma redacción. 


SEÑOR ASTORI.- La redacción del inciso segundo sería la siguiente: "Disminúyese en 2.5 puntos porcentuales el aporte patronal 
al Banco de Previsión Social de los contribuyentes referidos en el inciso precedente correspondientes a los seguros sociales por 
enfermedad." 


SEÑOR EIBE.- Hay que aclarar que el artículo 16 se eliminó como tal y, por lo tanto, todos estos artículos van a quedar corridos en 
un número. 


SEÑOR ASTORI.- Eso es claro, pero en el debate mencionamos el número original de los artículos. 


Para el inciso tercero sugiero la siguiente redacción: "En el caso en que coexistan otras actividades con las mencionadas en los 
incisos precedentes, el Poder Ejecutivo establecerá la forma y las condiciones en que se determinará el beneficio." 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 19 con la redacción sustitutiva propuesta. 
(Se vota:) 
. 7en7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 20. 
(Se lee:) 


"Artículo 20.- Aporte patronal en el transporte.- Facúltase a reducir a cero la alícuota de los componentes patronales jubilatorios 
al Banco de Previsión Social sobre los dependientes de las empresas de transporte terrestre de carga definidas en el artículo 270 
de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001 (Ley de Presupuesto Nacional)." 


e En consideración. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Formulo moción para que la redacción de este artículo termine en "transporte terrestre". El Poder 
Ejecutivo tiene el deseo, si así lo entiende el Parlamento, de poder contar con esa facultad para todos los sectores del transporte 
terrestre y no sólo para el de carga. De esta manera, por el artículo quedaría facultado, en la medida en que los fondos así lo 
permitan, de extender este beneficio a los otros sectores del transporte terrestre. 


SEÑOR NUÑEZ.- Tenía una inquietud que ya fue contestada por la propuesta del señor Senador Atchugarry. Se supone que esta 
facultad, y no una disposición efectiva, se hace en la medida en que no se sabe cuánto se va a recaudar con el impuesto. Si no, yo 
lo daría en la misma proporción que los demás. 


SEÑOR ASTORI.- ¿Qué quiere decir "componentes patronales"? 


SEÑOR MAUCHAUTEFF.- Estarían incluidos los aportes jubilatorios, los aportes a DISSE, etcétera. Quiere decir que la facultad 
sería amplia. 


SEÑOR ASTORI.- Pero son jubilatorios, por lo tanto son aportes. 


SEÑOR MAUCHAUTEFF.- Tiene razón el señor Senador Astori. 


SEÑOR ASTORI.- Pongamos lo mismo que sugirió el señor contador Rossa en el artículo precedente es decir: "aportes jubilatorios 
patronales" en vez de "componentes patronales jubilatorios". El vocablo "componente" no existe en este ámbito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La redacción del artículo 20 es la siguiente: "Facúltase a reducir a cero la alícuota de los aportes 
jubilatorios patronales al Banco de Previsión Social sobre los dependientes de las empresas de transporte terrestre." 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
e 7en7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR NUÑEZ.- He manifestado que soy partidario de que este artículo se hiciera efectivo y de que no fuera una facultad, pero 
visto que la disposición es a esperar cuánto recauda el impuesto, lo hemos votado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 21. 
(Se lee:) 
"Artículo 21.- Derogación.- Derógase el artículo 279 de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001." 
- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
. 7en7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 22 sustitutivo. 
(Se lee:) 
"Artículo 22.- Aporte patronal en los servicios.- Sin perjuicio de lo previsto por el artículo 2? de la Ley N* 17.243 de 6 de julio de 
2000, facúltase al Poder Ejecutivo a disminuir hasta un punto porcentual el aporte jubilatorio patronal al Banco de Previsión Social 


de los sectores de actividad privada no comprendidos en los artículos 19 y 20 de la presente ley ni en la Ley N* 15.852 de 24 de 
diciembre de 1986 (rurales), con cargo a los recursos provenientes del COFIS." 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Ya existe una facultad del Poder Ejecutivo de bajar por sectores y sin límite. 
SEÑOR ASTORI.- Se refiere a la primera Ley de Urgente Consideración. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Efectivamente, lo que se quiere decir con esta redacción -que seguramente es mejorable- es que, con 
cargo a esta tasa, los facultamos a bajar un punto -más que un "facultar" es un "encomendar"- sin perjuicio de que si se puede 
mejorar las finanzas, se siga bajando. Esa es la sugerencia. 


SEÑOR NUÑEZ.- La diferencia parece ser que en la redacción inicial no se trata de una renta que se afectaba del cobro del 
COFIS. En este caso, el 1% queda afectado y proviene de la recaudación del COFIS. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 23. 

(Se lee:) 


"Artículo 23.- Transferencias.- Facúltase al Poder Ejecutivo a transferir al Banco de la República Oriental del Uruguay hasta la 
suma de U$S 20:000.000 durante el primer año de vigencia de la presente Ley." 


+. En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
. 7en7. Afirmativa. 
Corresponde leer el nuevo artículo 23, es decir, el último del proyecto de ley. 
Léase. 
(Se lee:) 


"Las disposiciones contenidas en los artículos precedentes entrarán en vigencia el primer día del mes siguiente al de la 
promulgación de la presente ley." 


+. En consideración. 
La Mesa propone la siguiente redacción: "Esta ley entrará en vigencia el primer día del mes siguiente al de su promulgación." 
(Apoyados) 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo con la redacción propuesta por la Mesa. 
(Se vota:) 
. Gen7. Afirmativa. 
Queda aprobado el proyecto y se designa como miembro informante al señor Senador Atchugarry. 
Dése cuenta de dos asuntos entrados a último momento. 


(Se da de los siguientes: ) 


SEÑORA SECRETARIA.,(Sra. Suárez).- "Montevideo, 18 de mayo de 2001. 
Sr. Presidente de la 

Comisión de Hacienda de la 

Cámara de Senadores 

Dr. Ruben Correa Freitas 

Presente. 

De mi mayor consideración: 


Resulta un honor dirigirme a usted con motivo del Proyecto de Ley remitido por el Poder Ejecutivo en la presente semana y que se 
encuentra a consideración de esa Comisión, el cual contiene diversas iniciativas en materia tributaria. 


Al respecto, a solicitud de Presidente de nuestra Institución, Sr. Christian Bolz, cúmpleme transmitir a usted la preocupación 
derivada de que no se ha contemplado al sector del comercio agropecuario en la exoneración de aportes patronales 
prevista en el Proyecto. Consideramos que este sector se ha visto seriamente afectado por las mismas causas que motivaron la 
adopción de las medidas de emergencia. 

En este orden de ideas, en la última sesión del Consejo Directivo de la Institución, se hizo referencia a la necesidad de extender 
dicha exoneración al sector del comercio agropecuario, sector en el cual las empresas requieren inversiones muy significativas 
en infraestructura, intensivo en contratación de mano de obra y con una fuerte inserción en el interior del país. 


Por esas consideraciones, nos permitimos hacer llegar a usted este planteamiento, quedando a su disposición para cualquier 
aclaración o ampliación que considere pertinente. 


Hago propicia la oportunidad para saludarle con mi más atenta consideración. 


p. CAMARA MERCANTIL DE 
PRODUCTOS DEL PAIS 
Cr. Gonzalo González Piedras 


Gerente General" 


"Montevideo, 18 de mayo de 2001. 
Sr. Presidente de la 
Comisión de Hacienda 
Senador Ruben Correa Freitas 
De nuestra consideración: 
Por intermedio de la presente, solicitamos una entrevista a la Comisión que usted preside, a los efectos de hacer conocer la 


posición del Movimiento Sindical sobre el paquete de medidas programado por el Poder Ejecutivo para enfrentar la crisis 
económica. 


Sin otro particular saluda atentamente, por el Secretariado Ejecutivo del PIT-CNT. 
Eduardo Pereyra 


Secretario de Organización" 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión resuelve recibir al PIT-CNT el día martes a las 15 horas. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 7 minutos). 


linea del nie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


